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La presente tesis parte del análisis de un problema de carácter
nacional con significativa incidencia en la Región Puno: nos referimos al
problema de la victimización de la población como consecuencia del
incremento de la delincuencia y la ineficiente seguridad ciudadana que debe
garantizar el Estado. De análisis de los resultados de la investigación, se
puede deducir que en la Región Puno, los dos aspectos prioritarios que
victimizan a la población, son la delincuencia y la corrupción.
El 53 % de los encuestados manifiesta que la delincuencia requiere
mayor atención del Estado. En tanto, el 32% opina que es el problema de la
corrupción. En ambos casos, es la misma percepción que se tiene a nivel
nacional. Asimismo, la percepción mayoritaria de los ciudadanos puneños,
es que, la delincuencia ha sufrido un inusitado incremento, así se pronuncia
un contundente 81 %. Respecto a la responsabilidad del Estado, el 39 %
opina que frente a la inseguridad existe poco interés del Estado; mientras
que el 32 % afirma que el problema es de la PNP, y el 29 % atribuye al
Poder Judicial.
Hacemos mención al victimización, por cuanto, la victimología es la
que estudia el vinculo existente entre el sujeto activo y pasivo de un delito.
Es aquella rama de la criminología que se ocupa de la víctima directa del
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crimen y que designa el conjunto de conocimientos biológicos, sociológicos,
psicológicos y criminológicos concernientes a la víctima. La victimología
como la ciencia sobre las víctimas y la victimicidad, abarca tanto la víctima
como factores endógenos como la de los factores exógenos.
De otro lado, analizamos el problema de la seguridad ciudadana
como aquel derecho que previene contra el delito súbito contra las personas
y su patrimonio. La seguridad ciudadana es una modalidad específica de la
seguridad humana, que puede ser definida como la protección universal
contra el delito violento o predatorio, también es la protección de ciertas
opciones u oportunidades de todas las personas —su vida, su integridad, su
patrimonio— contra un tipo específico de riesgo (el delito) que altera en
forma la vida cotidiana de las víctimas.
Nuestro país ha apelado a políticas que han resultado históricamente
ineficaces para solucionar la seguridad ciudadana, basada en el incremento
de la represión punitiva; reducción de garantías procesales; bajar la edad de
imputabilidad para aplicar el Derecho penal de adultos a los niños y niñas.
Por otra parte, falta una adecuada respuesta del Estado ante la violencia y el




This thesis work starts from the analysis of a nationwide problem with a
meaningful impact in the Puno Region. We are talking about the problem of
the victimization of the population as a consequence of the rising of the
delinquency and the inefficient public safety that the state has to guarantee.
Out of the analysis of the results of the research, we can say that in Puno
Region the two main aspects that victimize the population are the
delinquency and the corruption. 53% of the surveyed people tell that the
delinquency problem requires more attention from the government, while 32
% think that the main problem is the corruption. In both cases the perception
nationwide is the same. Just like that, the perception of most of the Punenian
citizens is that delinquency has raised a lot suddenly, that’s how an
overwhelming 81% declares. When talking about the government’s
responsibility about insecurity, 39% thinks that there is little interest from part
of it about this problem, while 32% declares that the problem comes from the
National Police Department and 29 % attributes it to the Judiciary.
We mention victimization insofar victimology is the science that studies the
existing bond between the active and passive subject of a crime. It is the
branch from the criminology  that takes care of the direct victim of the crime
and that designates the group  of biological, social, psychological  and
criminological knowledge  concerning to the victim. Victimology as being the
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science of the victims and the victimization covers the victim as well as the
endogenous and exogenous factors.
On the other hand, we analyzed the problem of public safety as the right that
prevents against the hasty crime against the people and their patrimony.
Public safety is a specific kind of human security that could be defined as the
universal protection against the violent or predatory crime. It’s also the
protection of certain options or opportunities of all the people - their life, their
integrity, their patrimony – against a specific kind of risk (the crime) that alters
in a way the daily life of the victims.
Our country has appealed to policies that have historically resulted as
inefficient to solve the public safety based on: the increase of the punitive
repression, reduction of procedural guarantees, and to lower the age of
imputability to apply the criminal law of adults to children and teenagers. On
the other hand, there is a lack of an adequate response from part of the
government to face violence and crime. In the light of experience and from




La presente tesis tiene como título: “RESPONSABILIDAD DEL
ESTADO FRENTE A LA VICTIMIZACIÓN DE LA SOCIEDAD POR EL
INCREMENTO DE LA DELINCUENCIA”. La investigación que da lugar a la
tesis surge como una necesidad de explicar las diversas manifestaciones,
factores y circunstancias del incremento de la delincuencia común en el país
y la Región Puno, en particular. Como consecuencia de esta situación, surge
dos figuras centrales: la seguridad e inseguridad ciudadana. Esto último,
corresponde al Estado garantizar los derechos fundamentales de la persona,
entre ellos la seguridad personal y colectiva de la ciudadanía.
En el ámbito jurídico, la seguridad ciudadana puede ser concebida
como un servicio que se brinda el Estado mediante un conjunto de acciones
o medidas destinadas a preservar la vida, la integridad, o la propiedad de las
personas, entre otros derechos constitucionales. Conforme al artículo 44º de
la Constitución Política, constituye un deber del Estado brindar este servicio.
No obstante, según el Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI),
el 45.5% comprende la población de personas mayores de 15 años, afirman
que han sido víctimas de algún evento que atentó contra su seguridad
durante el 2013. Asimismo, organizaciones internacionales han advertido
con preocupación el aumento de los índices de criminalidad en el Perú.
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La delincuencia campea en nuestro país sin que las autoridades
logren detener esta ola de inseguridad ciudadana que cada día va cobrando
más víctimas y que preocupa a millones de peruanos. Las cifras del Plan
Nacional de Seguridad Ciudadana 2013-2018, elaborado por el mismo
Ministerio del Interior reflejan que la delincuencia ya no es una percepción,
sino una realidad. Las denuncias policiales por diversos delitos pasaron de
617 por 100 mil habitantes (en 2010) a 846 por 100 mil habitantes (2012). Es
decir, hubo un alza de 37%. Los robos se incrementaron en un 31% entre los
años 2010 y 2012., mientras que los hurtos (o arrebatos al paso) subieron en
un 33% en el mismo periodo.
Otro tema alarmante es el aumento de los casos de violaciones
sexuales, que pasaron de 18 denuncias por 100 mil habitantes en 2010 a 29
denuncias por 100 mil habitantes en 2012.
Lo lamentable es que el Plan Nacional de Seguridad Ciudadana
muestra que el 56% de la población considera que el Poder Judicial es
corrupto, seguido por la Policía Nacional, el Congreso de la República
(47%), los partidos políticos y las municipalidades (24%), entre otras
entidades. Esta situación agrava la inseguridad ciudadana que se constituye
en el principal problema de la población. Otrora se consideraban como
problema la desocupación y el costo de vida. En cambio, en la presente
década, son la inseguridad ciudadana, el incremento de la delincuencia y la
corrupción.
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En ese sentido, la seguridad ciudadana es concebida como aquella
situación donde las personas pueden vivir libres de las amenazas generadas
por la violencia y el delito, a la vez que el Estado tiene las capacidades
necesarias para garantizar y proteger los derechos humanos directamente
comprometidos frente a las mismas. En la práctica, la seguridad ciudadana,
desde un enfoque de los derechos humanos, es una condición donde las
personas viven libres de la violencia practicada por actores estatales o no
estatales.
Sin embargo; y en concordancia con el análisis histórico del término,
hace énfasis en el carácter preventivo y de colaboración con la ciudadanía
de las actuaciones del Estado y no una actividad reactiva ante la comisión
del delito.
La seguridad ha sido desde siempre una de las funciones principales
de los Estados. Indudablemente, con la evolución de los Estados autoritarios
hacia los Estados democráticos ha ido evolucionando también el concepto
de seguridad. El concepto de seguridad que se manejaba antes se
preocupaba únicamente por garantizar el orden como una expresión de la
fuerza y supremacía del poder del Estado.
Hoy en día, los Estados democráticos promueven modelos policiales
acordes con la participación de los habitantes, bajo el entendimiento de que
la protección de los ciudadanos por parte de los agentes del orden debe
darse en un marco de respeto de la institución, las leyes y los derechos
fundamentales. Así, desde la perspectiva de los derechos humanos, cuando
en la actualidad hablamos de seguridad no podemos limitarnos a la lucha
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contra la delincuencia, sino que estamos hablando de cómo crear un
ambiente propicio y adecuado para la convivencia pacífica de las personas.
Por ello, el concepto de seguridad debe poner mayor énfasis en el desarrollo
de las labores de prevención y control de los factores que generan violencia
e inseguridad, que en tareas meramente represivas o reactivas ante hechos
consumados.
El Estado, como se ha dicho, es el máximo garante de la seguridad de
los habitantes a día de hoy, pero es la manera en la que cada Estado aplica
sus políticas en materia de seguridad ciudadana lo que determina su
eficacia. De esta manera, en el contexto internacional actual existe una gran
preocupación por asegurar que las acciones de los distintos Estados para
garantizar dicha seguridad no acaben amenazando los derechos de los
ciudadanos.
Respecto a la estructura de la tesis, ella se halla subdividida en cinco
capítulos: El primer capítulo se aboca a exponer el diseño metodológico de
la investigación. El segundo capítulo, analiza la victimología dentro la
concepción del Derecho penal. El tercer capítulo, describe el problema de la
delincuencia en el Perú. El cuarto capítulo trata sobre la seguridad
ciudadana como derecho fundamental de la persona. Finalmente, el quinto
capítulo, analiza la situación problemática y contiene las propuestas del
investigador. La tesis culmina con las conclusiones.
1CAPÍTULO I
DISEÑO METODOLÓGICO DE LA INVESTIGACIÓN
1. DELIMITACIÓN DEL PROBLEMA MATERIA DE
INVESTIGACIÓN
En el Perú, en los últimos años, el fenómeno de la victimización viene
abarcando mayores sectores de la sociedad como consecuencia del
incremento de la delincuencia e inseguridad ciudadana. Es así que
asesinatos a mano armada y a plena luz de día, asaltos a vehículos de
transporte de pasajeros y de carga, robos y hurtos callejeros, secuestro de
personas, el accionar del sicariato y los marcas, extorsiones a comerciantes
y transportistas, asaltos a entidades financieras y comerciales, estafas en
sus más diversas modalidades, violaciones sexuales y otros, son hechos
delictivos que se repiten a diario en nuestra región y todo el país.
Todos estos hechos manifiestamente públicos, demuestran que la
victimización y la inseguridad esta llegando a límites insostenibles. Cabe
destacar que la mayor victimización es consecuencia del miedo que tiene la
ciudadanía y se explica por la frecuencia de delitos que son perpetrados con
mayor violencia; es decir, con el uso de armas de fuego.
La delincuencia campea en nuestro país sin que las autoridades
logren detener esta ola de inseguridad ciudadana que cada día va cobrando
más víctimas y que preocupa a millones de peruanos. El recambio, por
ejemplo, de los sucesivos ministros del interior, incrementan la política de
2incertidumbre e inseguridad en los ciudadanos, el evidenciar que ni el propio
órgano estatal de pone de acuerdo para determinar la persona idónea para
ocupar dicho cargo.
Esta situación tiene claras manifestaciones objetivas: cuatro de cada
10 peruanos fueron víctimas de algún acto delictivo en el segundo semestre
del 20121. Las cifras del Plan Nacional de Seguridad Ciudadana 2013-20182,
elaborado por el Ministerio del Interior y publicado en el diario oficial “El
Peruano” reflejan que la delincuencia ya no es una percepción, sino una
realidad, una grave realidad.
Las denuncias policiales por diversos delitos pasaron de 617 por 100
mil habitantes en el 2010, a 846 por 100 mil habitantes en el 2012. Es decir;
hubo un alza de 37%. Los robos se incrementaron en un 31% entre los años
2010 y 2012. Mientras que los hurtos (o arrebatos al paso) subieron en un
33% en el mismo periodo. Igualmente es alarmante el aumento de los casos
de violaciones sexuales, que pasaron de 18 denuncias por 100 mil
habitantes en 2010 a 29 denuncias por 100 mil habitantes en 2012.
1 Cifras  producto de la investigación del Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI). Una
encuesta realizada por esta institución señala que el 38.3% de ciudadanos sufrió algún ataque
delincuencial en el mencionado periodo. Algo más preocupante aún es que el 86.7% de la población
teme ser víctima del hampa. Esta cifra del 2012 se ha reducido solo en un punto porcentual en
comparación con la del año 2011.
2 Dicho Plan de Seguridad Ciudadana 2013 – 2018 fue elaborado por la Secretaría Técnica del
Consejo Nacional de Seguridad (CONASEC) y articula el trabajo entre el Ministerio del Interior, el
Poder Judicial, Ministerio Público y los propios vecinos. Asimismo, la articulación comprenderá a la
Policía Nacional y los serenazgos.
3Así, el Barómetro de las Américas, que compara las tasas
delincuenciales a partir de encuestas de victimización3 en 26 países del
continente americano –incluidos EE.UU, Canadá, algunos países del Caribe
y 18 latinoamericanos-, nos ubica entre los tres primeros lugares en el 2008,
2010 y 2012.
Desde hace varios años las tasas de victimización –que mide el
porcentaje de la población que fue víctima de un delito el último año- da
cuenta de que tenemos un problema grave sobre todo el delito callejero.
Este tipo de delito es muy elevado y eso explica que la ciudadanía tenga una
percepción muy alta de la situación de la delincuencia y, percepción baja
respecto a las instituciones encargadas de combatir este flagelo de la
sociedad.
También según la última encuesta de victimización del INEI, que es la
más seria y con mayor cobertura que se tiene a nivel nacional desde el año
2012, informa que el año 2012 solo el 12 % de delitos fueron denunciados.
Es decir; quienes respondieron que sí habían sido víctimas de algún delito y
les preguntaron si formuló denuncia policial sobre el hecho, sólo el 12 % lo
habían realizado. Y lo más grave; es que, de ese 12 %, solo el 6 %
respondió estar satisfecho con la reacción de la policía ante su denuncia.
Eso explica, de alguna manera, del por qué las víctimas no denuncia. Solo
3 Esta forma de violencia acompañada al delito tiende a incrementarse y hay indicadores que así lo
demuestran. Estamos, como señala la Organización Mundial de la Salud en el inicio de una epidemia
de violencia generalizada. En ese sentido la tasa de victimización es muy alta. El principal factor
asociado a la violencia y los delitos callejeros sería probablemente la ineficiencia de las instituciones
de seguridad y justicia para enfrentar el fenómeno, pero también, existen otros no menos importantes,
como es la pérdida de valores en el conjunto de la sociedad.
4denuncia si tiene motivos para hacerlo; es decir, los bienes que robaron
fueron muy valiosos o tuvieron un seguro de por medio.
Por todo ello, asombra que el Estado y sus instituciones no haya
podido hasta la actualidad procesar alternativas eficaces para encontrar una
solución a este álgido problema. Esta situación demuestra que la sociedad
se halla desprotegida e insegura de poder vivir en la plenitud del ejercicio de
sus derechos fundamentales.
Su percepción frente a las principales instituciones del Estado
(Congreso, MP, PJ, PNP, INPE) no  es positiva. ¿Por qué hemos llegamos
a esta grave situación? Los últimos gobiernos, incluido el actual, han
mostrado incapacidad para enfrentar el flagelo de la delincuencia. La
inseguridad ciudadana está  en mayor crisis cada día.
Al respecto existen varias hipótesis. Una de ellas, sería el crecimiento
de la economía y la existencia de más dinero y; por lo tanto, esto constituiría
un gran mercado para los delincuentes. En consecuencia, ya no sería tanto
ni la desocupación ni la pobreza lo que incide como únicos factores para el
incremento de la delincuencia.
A la vez, existen otras hipótesis. Entre ellos tenemos los problemas
estructurales que afrontan la Policía Nacional4, como son, la corrupción y
falta de logística. Las limitaciones en la investigación criminal de parte del
Ministerio Público. El aspecto jurisdiccional del Poder Judicial, el
4 En estos casos existe una idea muy clara. ¿Para qué denunciar si no hay confianza en la institución
policial?  Tampoco podemos afirmar que toda la responsabilidad la tiene la policía como individuo y
como institución. Lo que sucede es que, nuestra Policía Nacional del Perú (PNP) se quedó desde un
punto de vista tecnológico en investigación científica criminal, en el siglo XIX o en la primera mitad
del siglo XX. El Estado casi siempre ha regateado cuando se trata de modernizar y elevar su capacidad
de eficiencia y eficacia en el combate contra la criminalidad.
5hacinamiento carcelario y la corrupción en el INPE, etc. También existe otra
hipótesis no menos importante: la pérdida de valores en el conjunto de la
sociedad.
Es decir; el problema es del Estado en su conjunto5. En nuestro caso,
en las últimas décadas el Estado ha demostrado que es incompetente para
combatir la delincuencia; la corrupción ha corroído los más altos niveles del
aparato del Estado; y, el aparato encargado de hacer efectivo la lucha contra
la delincuencia es ineficiente e ineficaz.
En tal sentido; ni los gobiernos de Fujimori, Alejandro Toledo, Alan
García y el actual de Ollanta Humala, han podido tomar acciones efectivas
que frenen la criminalidad. No hay soluciones de un día para otro, se
requiere hacer profundas reformas.
En esta lucha contra la criminalidad, la comunidad académica y
científica también tiene que aportar  lo suyo a partir de proponer propuestas.
Los comprometidos con la actividad científica están llamados á investigar
este fenómeno en forma objetiva, a partir de identificar sus causas y
concausas. Esta situación hace que nos hayamos propuesto como tema de
investigación el problema de la victimización de la sociedad como
consecuencia del incremento de la delincuencia y la inseguridad ciudadana.
5 Lo lamentable es que el Plan Nacional de Seguridad Ciudadana muestra que el 56% de la población
considera que el Poder Judicial es corrupto, seguido por la Policía Nacional (52%), el Congreso de la
República (47%), los partidos políticos (27%) y las municipalidades (24%), entre otras entidades.
62. ENUNCIACIÓN DE LOS INTERROGANTES DEL PROBLEMA
Los enunciados que delimitan y centralizan las dimensiones del
problema materia de investigación se hallan expuestos en los siguientes
interrogantes acerca del problema:
2.1. Interrogante principal
¿Cuál es la responsabilidad del Estado frente a la victimización de la
sociedad como consecuencia del incremento de la delincuencia e
inseguridad ciudadana?
2.2. Interrogantes secundarias
¿Cuáles son los tipos de delitos y las manifestaciones más evidentes
del incremento de la delincuencia e inseguridad ciudadana en el Perú y la
Región Puno?
¿Por qué no son efectivas las medidas disuasivas y coercitivas del
Estado peruano para frenar el incremento de la delincuencia en sus diversas
manifestaciones y garantizar la seguridad de las personas?
¿Cuáles serían las políticas preventivas y coercitivas para proteger a
la sociedad frente a la mayor victimización de la sociedad por el incremento
de la delincuencia y la inseguridad ciudadana?
73. OBJETIVOS DE LA INVESTIGACIÓN
3.1. Objetivo general
Determinar la responsabilidad del Estado y sus instituciones frente
a la victimización de la sociedad como consecuencia del
incremento de la delincuencia y la inseguridad ciudadana en el
Perú y la Región.
3.2. Objetivos específicos
a) Clasificar los tipos de delitos y explicar las manifestaciones más
evidentes del incremento de la delincuencia e inseguridad
ciudadana en el Perú y la Región.
b) Pronosticar del por qué no son efectivas las medidas disuasivas y
coercitivas del Estado peruano para frenar el incremento de la
delincuencia en sus diversas manifestaciones y garantizar la
seguridad ciudadana.
c) Proponer políticas preventivas y coercitivas para proteger a la
sociedad frente a la mayor victimización de la sociedad por el
incremento de la delincuencia.
4. IMPORTANCIA DE LA INVESTIGACIÓN
Actualmente, en toda la ciudadanía a nivel nacional existe una
profunda percepción negativa acerca del rol del Estado frente a su obligación
de garantizar la seguridad de las personas. Por más esfuerzos que hacen
los organismos del Estado, particularmente, la Policía Nacional y otros
8afines, como es el serenazgo, etc., pareciera que el incremento de la
delincuencia en todas sus formas se ha desbordado y está sin control. Este
hecho hace que todas las instituciones públicas y privadas, así como la
ciudadanía en general deba adoptar medidas preventivas para enfrentar esta
grave situación.
De esta responsabilidad no es ajena el mundo académico ni las
universidades desde cuyos claustros se deben promover planes y
programas con un nivel científico para solucionar el problema. Se entiende
que la mayor victimización de la sociedad, el incremento de la delincuencia y
la inseguridad ciudadana son variables sociales y jurídicas que deben ser
analizados a la luz de la historia y del presente. Consideramos que todos los
problemas de esta naturaleza han sido resueltos, precisamente, a partir de
las investigaciones de filósofos, politólogos, juristas o científicos de diversa
índole.
Por ello, consideramos importante fomentar esta participación
ciudadana como parte de una política criminal, a fin de disminuir los índices
de delincuencia y eliminar el sentimiento de inseguridad pero;
principalmente, para regular los alcances de la participación ciudadana,
evitando la justicia por propia mano, a fin de reguardar los derechos
fundamentales mediante la preservación de un Estado de derecho,
beneficiando a todos y cada uno de los individuos ya que la seguridad es
pilar fundamental para la sobrevivencia y progreso de toda sociedad
civilizada y la razón de la existencia del Estado.
95. HIPÓTESIS DE INVESTIGACIÓN
5.1. Hipótesis general
Existen potenciales  limitaciones para cumplir con su responsabilidad
tanto del Estado como de sus instituciones para hacer frente a la
victimización de la sociedad, como consecuencia del incremento de la
delincuencia y la inseguridad ciudadana en la Región Puno y el país.
5.2. Hipótesis específicas
a) Se incrementan diversos tipos de delitos que explican el aumento
de la delincuencia e inseguridad ciudadana en el Perú y la Región que
requieren un inmediato tratamiento de parte del Estado.
b) En la actualidad no son efectivas las medidas disuasivas y
coercitivas del Estado peruano para frenar el incremento de la delincuencia
en sus diversas manifestaciones y que permita garantizar la seguridad
ciudadana.
c) Las políticas preventivas y coercitivas para proteger a la sociedad
frente a la mayor victimización de la sociedad por el incremento de la
delincuencia e inseguridad ciudadana son ineficaces e ineficientes.
5.3. Variables
 Responsabilidad del Estado.
 Victimización de la sociedad.








6.1. Tipo de investigación
De acuerdo al nivel y naturaleza de la presente investigación, la
tipología se la ubica dentro el descriptivo propositivo; pues, efectúa una
amplia descripción sobre los fenómenos jurídicos, sociales y económicos
que inciden en el incremento de la victimización como consecuencia del
incremento de la delincuencia y la inseguridad ciudadana. A partir de ese
análisis se plantean propuestas de carácter jurídico.
6.2. Método aplicado
En la investigación, se aplicó el método de análisis y síntesis. Estos
métodos se sujetan al tipo de investigación mixta, pues, aplicamos el diseño
cualitativo en el análisis y exposición de los resultados.
6.3. Técnicas
Las técnicas que se utilizaron son de carácter documental.
6.4. Fuentes de investigación
Las fuentes de información de carácter empírico están dadas por los
casos que se suscitan en el ámbito de la Región Puno. Para ello recurrimos
a las fuentes primarias constituidas por las investigaciones sobre el
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incremento de la delincuencia e inseguridad ciudadana. Las fuentes
secundarias están constituidas por toda la doctrina nacional y el Derecho
comparado; asimismo, por la legislación y la jurisprudencia nacional
relacionados al tema.
6.5. Ámbito
El ámbito de la investigación abarca los casos sobre incidencia del
incremento de la delincuencia en la Región Puno.
6.6. Tiempo
El tiempo tiene carácter longitudinal y abarca el periodo es 2011 – 2013.
7. MARCO CONCEPTUAL
7.1. Seguridad
Viene a ser la “exención de peligro o daño”, mientras que otros
doctrinarios precisan que la seguridad, consiste en contrarrestar el peligro
mediante un equilibrio entre fiabilidad y riesgo aceptable. La seguridad es un
término que estuvo unido siempre a la concepción de Estado-nación,
emergido sobre todos los conceptos, la seguridad de Estado por encima de
la seguridad individual de las personas. Desde que surgen los Estados en el
contexto político universal, a la seguridad se le asigna la concepción integral
de la disposición de todos los medios con los que cuenta una sociedad o




La Seguridad Ciudadana es la condición, la situación social que permite y
asegura el libre ejercicio de los derechos individuales y colectivos de las
personas y la percepción por parte de estas de tal situación. Gran parte de
los datos disponibles permite sostener, con alto grado de certeza, que la
sensación de inseguridad es mayor de lo que pueda acreditarse
objetivamente, en gran medida, producto del papel que desempeñan los
medios de comunicación social.
7.3. Participación Ciudadana
La Participación Ciudadana es cuando nosotros los ciudadanos
intervenimos en la vida pública y privada del país en el ámbito público deriva
de una contradicción entre poderes. Se plantea en la medida en que existe
un Poder (Estado, Administración Pública) y un no poder (ciudadanos) que
quiere participar, es decir "tomar parte" o ejercer algún aspecto de ese poder
y, en definitiva, tener más poder (ya sea mediante la información, el control,
y la participación en la gestión).
7.4. Víctima
La Organización de las Naciones Unidas (ONU), se ha preocupado
por definir este concepto indicando que, víctima es la persona que ha sufrido
una pérdida, daño o lesión en su propia persona, propiedad o en sus
derechos humanos como resultado de una conducta que constituye una
violación de la legislación penal nacional, una violación de los principios
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sobre Derechos Humanos reconocidos internacionalmente o un abuso de
poder por parte de la autoridad política o económica. Además para la ONU,
la víctima puede ser individual o colectiva, incluyendo grupos, clases o
comunidades de individuos, corporaciones económicas o comerciales y
grupos u organizaciones políticas. Desde un punto de vista jurídico se tiene
en cuenta el bien jurídico tutelado y que la conducta esté tipificada en la ley
penal.
7.5. Victimología
La victimología es la que estudia el vinculo existente entre el sujeto
activo y pasivo de un delito, con la finalidad de determinar en que medida la
conducta de la victima ha motivado la realización del hecho punible, dando
esto lugar a que el juzgador determine la co-responsabilidad del sujeto
pasivo, por lo que se deberá reducir la penalidad de la gente; o aprecie
únicamente la responsabilidad del sujeto pasivo en el evento, donde el delito
y la pena no existirán.
7.6. Victimario
En la doctrina se define como victimario a aquella persona que le
inflige un daño o perjuicio a otra en un momento determinado (quien pasa a
ser, por oposición, la víctima de la acción). También es aquel que produce el
daño, sufrimiento o padecimiento de la víctima. Es incorrecto asimilar el
victimario al delincuente; pues, se puede ser victimario por una acción u
omisión que no sea antisocial o delictiva, es decir " victimario" es el género y
delincuente es la "especie".
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CAPÍTULO II
LA VICTIMOLOGÍA Y EL DERECHO PENAL
1. DESCRIPCIÓN DE LA VICTIMOLOGÍA
En la doctrina se define como victimario a aquella persona que le
inflige un daño o perjuicio a otra en un momento determinado (quien pasa a
ser, por oposición, la víctima de la acción). También es aquel que produce el
daño, sufrimiento o padecimiento de la víctima. Es incorrecto asimilar el
victimario al delincuente, pues, se puede ser victimario por una acción u
omisión que no sea antisocial o delictiva, es decir " victimario" es el género y
delincuente es la "especie".
La ONU en 1986 nos dice: Víctima es "Aquella persona que ha sufrido
un perjuicio (lesión física o mental, sufrimiento emocional, pérdida o daño
material, o un menoscabo importante en sus derechos), como consecuencia
de una acción u omisión que constituya un delito con arreglo a la legislación
nacional o del Derecho Internacional". El concepto del vocablo víctima apela
a dos variedades. “Vincire”: animales que se sacrifican a los dioses y
deidades, o bien “Vincere” que representa el sujeto vencido.
La víctima que interesa a la victimología, es el ser humano que
padece daño en sus bienes jurídicamente protegidos por la normativa penal:
vida, salud, propiedad, honor, honestidad, etc. por el hecho de otro e incluso
por accidentes debidos a factores humanos, mecánicos o naturales.
En consecuencia, la victimología es la que estudia el vinculo existente
entre el sujeto activo y pasivo de un delito, con la finalidad de determinar en
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que medida la conducta de la victima ha motivado la realización del hecho
punible, dando esto lugar a que el juzgador determine la co-responsabilidad
del sujeto pasivo, por lo que se deberá reducir la penalidad de la gente; o
aprecie únicamente la responsabilidad del sujeto pasivo en el evento, donde
el delito y la pena no existirán.
Fattah la define como “aquella rama de la criminología que se ocupa
de la víctima directa del crimen y que designa el conjunto de conocimientos
biológicos, sociológicos, psicológicos y criminológicos concernientes a la
víctima.” Benjamín Mendelsohn define a la victimología como “la ciencia
sobre las víctimas y la victimicidad”, afirmando que deben abarcarse tanto la
víctima como factores endógenos como la de los factores exógenos, y que el
concepto de victimicidad es mucho más general que el de criminalidad,
utilizando el término de “victimología general”.
2. CONCEPTO DE VÍCTIMA
Dependiendo del concepto de víctima que sigamos tendremos un
concepto u otro de victimología. Si la víctima es aquella persona que sufre
un delito, el objeto de estudio sería diferente que si se define como aquella
persona que sufre cualquier clase de daño. No existe una definición única de
víctima, discrepando los autores sobre este concepto. Desde el punto de
vista etimológico, “víctima” proviene del latín y significa persona o animal
sacrificado o que se destina al sacrificio.
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El concepto de víctima ha evolucionado, históricamente sabemos que
la víctima podía vengarse en un principio libremente y, después, tuvo como
límite la Ley del Talión que fue una medida de Justicia, hasta que se llega a
conceptos actuales como sujeto pasivo del delito o de víctima tal y como se
entiendo hoy.
Si buscamos en los diccionarios de las diferentes lenguas
encontraremos que la palabra víctima tiene acepciones muy diferentes:
Víctima: “animal o persona destinado al sacrificio” “aquella persona que se
sacrifica voluntariamente” “aquella persona que sufre por culpa de otra”
“persona que sufre por sus propias faltas” “persona que padece daño por
causa fortuita” “el que sufre por acciones dañosas” “persona engañada”
“sujeto pasivo de un ilícito penal” “persona sacrificada a los intereses de
otro”.
Hay múltiples definiciones como vemos. En términos generales
podríamos decir que víctima es el sujeto que padece un daño por culpa
propia, ajena o por causa fortuita. Para Mendelsohn víctima era la
personalidad del individuo o de la colectividad en la medida, en que, está
afectada por las consecuencias sociales de su sufrimiento determinado por
factores de origen muy diverso, físico, psíquico económico, político, social,
así como el ambiente natural o técnico. Según Separovic, víctima es
cualquier persona física o moral que sufre como resultado de un despiadado
designio incidental o accidentalmente. Stancin nos dice que, la víctima es un
ser que sufre injustamente destacando que la injusticia no es
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necesariamente lo ilegal, Von Hentig nos dice que son personas que han
sido lesionadas objetivamente en alguno de sus bienes jurídicos y que
experimentan subjetivamente el daño con malestar o dolor.
Estas definiciones donde se destaca el sufrimiento de las víctimas no
parecen correctas. Si queremos destacar las personas jurídicas como
víctimas, esta definición subjetiva como padecimiento de malestar o dolor no
nos sirve. A este autor le gusta más hablar de sufrir un daño como un
detrimento o deterioro.
Por otra parte, la ONU se ha preocupado también de este concepto
indicando que víctima es la persona que ha sufrido una pérdida, daño o
lesión en su propia persona, propiedad o en sus derechos humanos como
resultado de una conducta que constituye una violación de la legislación
penal nacional, una violación de los principios sobre Derechos Humanos
reconocidos internacionalmente o un abuso de poder por parte de la
autoridad política o económica. Además, para la ONU, la víctima puede ser
individual o colectiva, incluyendo grupos, clases o comunidades de
individuos, corporaciones económicas o comerciales y grupos u
organizaciones políticas. Desde un punto de vista jurídico se tiene en cuenta
el bien jurídico tutelado y que la conducta esté tipificada en la ley penal.
Ahora bien, debemos tener en cuenta que no coincide
necesariamente el concepto de sujeto pasivo del delito y el de víctima.
Problema de la víctima sin crimen: ello supone que se puede llegar a ser
víctima sin mediar una conducta delictiva. Algunos supuestos:
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a) Personas que se convierten en víctimas sin la intervención
humana. Caso de catástrofes naturales o acción de animales.
b) Autovictimización: dolosa o imprudente.
c) Existe victimización producida por una conducta dañosa para la
víctima, pero que, no se trata de una conducta antisocial. Ej. Las lesiones en
el fútbol se toleran, no es una conducta antisocial.
Luís Rodríguez Manzanera señala: víctima es el individuo o grupo que
padece un daño por acción u omisión propia o ajena o por causa fortuita.
Esta definición es más completa: personas físicas y jurídicas, víctimas
indirectas, autovíctimas, e incluso a las víctimas de desastres naturales.
3. TIPOLOGIA DE LAS VÍCTIMAS
Al respecto desarrollaremos algunas posiciones de los juristas más
reconocidos en el ámbito penal.
3.1. CLASIFICACIÓN DE LAS VÍCTIMAS, SEGÚN
MENDELSHON
a) La víctima enteramente inocente o víctima ideal
Se le suele denominar víctima anónima, es la que nada ha hecho o
nada ha aportado para desencadenar la situación criminal por la que se ve
damnificada. Ejemplo: Un delincuente que roba a un hombre su billetera, a
este delincuente le da igual robarle a este hombre o a otro ya que lo único
que este quiere es el dinero que debe contener la billetera.
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b) La víctima de culpabilidad por ignorancia
El sujeto por cierto grado de culpa o por medio de un acto poco
reflexivo causa su propia victimación. En este caso se da un cierto impulso
no voluntario al delito. Ejemplo: La pareja de enamorados que mantiene
relaciones sexuales en un parque o en un sitio no muy oculto de las miradas,
siendo atacados por una pandilla sucediendo la violación de la muchacha y
la muerte del joven amante.
c) La víctima es tan culpable como el infractor (Víctima
voluntaria)
1) Los que cometen suicidio tirándolo a la suerte.
2) El suicidio por adhesión.
3) El caso de eutanasia en que la victima sufre de una enfermedad
incurable.
4) La pareja criminal: El íncubo y súcubo que intentan el suicidio.
d) La víctima es más culpable que el infractor
1) La víctima provocadora. Es aquella que por su conducta incita al
autor a cometer ilicitud penal. Los casos más comunes se dan en los
homicidios pasionales. Ejemplo: La mujer que a sabiendas de que su marido
es extremadamente celoso lo provoca inconcientemente con su conducta al
punto que todo culmina en su muerte.
2) La víctima por imprudencia. Es la que determina el incidente por
falta de control. Ejemplo: La persona que deja las llaves puestas en el carro.
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e) La víctima es más culpable o únicamente culpable
1) La víctima-infractor. Se trata del sujeto que, cometiendo la
infracción, resulta finalmente víctima. Ejemplo: La persona que por
defenderse de un ladrón que lo ataca con un arma, termina matando a este
(homicidio por legítima defensa).
2) La víctima simulante. Quien acusa y logra imputar penalmente con
el deseo concreto de que la justicia cometa un error.
3) La víctima imaginaria. Por lo general son individuos con serias
psicopatías de carácter y conducta como el demente senil, el paranoico
reivindicador, mitómano, el púber, el histérico. En estos casos no existe la
victima en el sentido exacto del término porque, simplemente, no ha habido
infracción. Solo sirve para señalar a un autor imaginario ante la justicia
penal. Ejemplo: Una muchacha histérica que induce a error a sus padres y,
por ende, a la justicia, ya que estos denuncian a una persona por violación
(que resulta detenida y procesada) siendo que el delito nunca había
ocurrido.
3.2. CALIFICACIÓN DE LAS VÍCTIMAS DESDE EL PUNTO DE
VISTA REPRESIVO DE MENDELSHON
1er grupo: La víctima inocente. En este caso le será aplicada al
infractor la totalidad de la pena o integral, sin ninguna disminución, debido a
que la víctima no ha tenido ningún rol.
2do grupo: La víctima provocadora
 La víctima por imprudencia.
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 La víctima voluntaria.
 La víctima por ignorancia
Estas víctimas han colaborado en la acción nociva y existe una
culpabilidad reciproca, por lo cual la pena debe ser menor para el victimario.
3er grupo: La víctima agresora
 La víctima simuladora.
 La víctima imaginaria.
En estos casos son las víctimas las que cometen por si la acción
nociva y el inculpado deben ser excluidos de toda pena.
3.3. CLASIFICACIÓN DE LAS VÍCTIMAS SEGÚN JIMÉNEZ DE
ASÚA
a) Indiferentes
Son aquellas víctimas que para el delincuente no tiene importancia si
son mujeres o hombres, no le interesa su nombre o condición, lo único que
le importa es apoderarse de lo que lleva. Ejemplo: El delincuente que sale a
la calle con el objetivo de robar para conseguir dinero.
b) Determinadas
Es la víctima con ciertas características concretas. Ejemplo: El
delincuente que ya estudio el movimiento económico de la persona que va a
secuestrar.
c) Resistentes
Aquellas que ofrecen algún tipo de resistencia. Ejemplo: La víctima




La víctima que de algún modo ayuda a su victimación como en los
homicidios pasionales, suicidios, el rapto (incluso el consentido), el duelo, las
muertes, lesiones etc. Ejemplo: La persona que se auto secuestra para
recibir una cierta cantidad de dinero.
4. LA VICTIMA Y EL PROCESO PENAL
El proceso llamado antiguamente juicio deriva de la voz “procederé”
que significa poner en actividad. Producido el ilícito se acude al Estado en
demanda de protección y aquella se ejerce por medio de la denuncia o
querella. Desde ese momento hasta que se pronuncie sentencia se
desarrolla una serie de actos que tiene como finalidad el esclarecimiento de
la verdad. A este conjunto de actos es lo que se denomina proceso, pues,
según ROXIN representa la síntesis del conjunto de normas que sirven a ese
fin.
Por eso MAIER nos dice que “el Derecho Procesal es la rama del
orden jurídico interno de un Estado, cuyas normas instituyen y organizan los
órganos públicos que cumplen la función judicial penal del Estado y
disciplinan los actos que integran el procedimiento necesario para imponer y
actuar una sanción o medida de seguridad, regulando así el comportamiento
de quienes intervienen en el”. Este concepto implica que el proceso penal en
su desarrollo es de interés público, ya que la administración de justicia en el
proceso penal, por los objetos que protege es de trascendencia y requiere
de una conducta técnico-científica de los que intervienen, esto es, de los
jueces, abogados y los colaboradores.
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Como puede observarse no existió una especial preocupación por la
victima concreta del delito, sino fundamentalmente un interés por dotar de
eficacia a la persecución penal. Sin embargo; ella permitió que el ofendido,
sus herederos o representantes legales pudieran participar en el
procedimiento penal sin las restricciones que la ley imponía a los terceros
ajenos al delito.
Actualmente dice BERISTAIN que “este proceso tradicional esta
siendo fuertemente criticado por los partidarios de las ciencias
victimológicas. Se propugna que el proceso penal de hoy vaya adquiriendo
ciertos rasgos nuevos e innovadores, de acuerdo con las coordenadas
victimológicas.
Estas introducen cuñas radicales que convierten, o desean convertir,
el proceso en un dialogo y una negociación normativa (pero con cobertura a
la casuística), en unas buenas relaciones que no buscan combatir, ni vencer,
ni causar daños, sino restaurar las lesiones del bien jurídico social. No es
una confrontación del Estado frente al delincuente sino, ante todo, un
encuentro del victimario con sus víctimas (y solo en tercer y ultimo lugar con
la sociedad o la autoridad estatal), pretende responsabilizar, no castigar al
delincuente, se denuncia los daños causados, en el contexto moral, social,
económico de las victimas y del victimario, se deja puerta abierta a un
perdón controlado”.
Esta apreciación se da mayormente cuando la acción penal es ejercita
por la víctima en forma privada; pues, no hay intervención del representante
del Ministerio Publico; por tanto, el sujeto pasivo se convierte en acusado
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privado, porque es el encargado de impulsar el proceso y pedir que se
sancione de manera justa al querellado, es así también que la víctima puede
transigir o desistirse de continuar con el procedimiento privado en virtud a lo
establecido en el Código Penal. En tal sentido el juzgador deberá de archivar
definitivamente el proceso por haberse extinguido la acción penal.
Por eso, la doctrina moderna y algunas legislaciones se han
pronunciado decididamente por un incremento del elenco de delitos de
acción privada, reconociendo a la víctima u ofendido todo el poder de
acusar, con plena vigencia de la autonomía de la voluntad en el persecución
penal, al punto de configurarse un ejemplo de sistema que se podría
denominarse acusatorio privado casi puro.
Considerando esto, la declaración que preste la victima de la comisión
de un delito ante el Juez Penal tiene trascendental importancia en el
proceso, pues, la prevención constituye una prueba que el juzgador
apreciara con las demás pruebas actuadas, confrontándola y deduciendo
todo lo que contenga la verdad, desechando aquello que se revista carácter
subjetivo carácter y espontaneidad. Rara vez esta declaración es imparcial y
objetiva. Pero resulta indispensable para el juzgador oír la versión de quien
ha sufrido los efectos del delito para establecer la responsabilidad del
imputado.
La víctima como parte en el procedimiento de ejecución, es decir al
cumplimiento de las sentencias condenatorias consentidas y ejecutoriadas,
es la persona que sufrió el daño producto del ilícito y que solicita el
cumplimiento de la indemnización fijada en la resolución definitiva. Este
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sujeto solo tiene participación en asuntos de carácter civil mas no de
penalidad, salvo en el caso de los delitos de acción privada donde no hay
intervención del Ministerio Publico. Es así que, todo delito ocasiona perjuicio
material a la victima y el autor esta obligado a reparar tal perjuicio; por ello,
como consecuencia del delito surgen dos acciones, una dirigida a obtener el
resarcimiento por el daño causado. Si el perjuicio es ocasionado al Estado o
a un ente jurídico se nombrara un representante conforme a lo establecido
en la normatividad.
La consideración político criminal de la reparación en el proceso penal
se funda en sus posibilidades recompositivas, atenuadas y hasta
preventivas, que según ROXIN, se manifiesta en los siguientes extremos:
En primer lugar, cuando el autor repara con sus medios el mal
causado, momento en el que, independientemente, incluso del castigo, la
víctima y la sociedad verán superado el daño social provocado por el delito.
En segundo lugar, la existencia de la reparación obliga al autor a
colocarse frente a las consecuencias de sus mejor percibidos por el que a
través de la pena. Finalmente la reparación puede conducir a una
reconciliación entre el autor y la víctima y con ello facilitar la reinserción del
autor.
Por esta razón, desde el punto de vista político criminal y en términos
de costo-beneficio resultaría conveniente que la vía penal sea la que pueda
garantizarle a la víctima una eficaz reparación civil, objetivo que no podrá ser
alcanzado sin la constitución de instrumentos procesales eficaces que eviten
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la carga psicológica y económica que supone iniciar un nuevo
procedimiento.
En tal sentido; BINDER considera que el resarcimiento de la víctima
es un imperativo que surge del principio de poder penal como última ratio y
modifica los fines tradicionales del proceso de cognición, sino como un
método de pacificación, abriendo sus puertas a la reparación integral como
verdadera solución del conflicto.
Otro aspecto fundamental que se propugnan desde la victimología
es la asistencia a la ayuda, el socorro moral y material de la víctima, en
especial cuando cometido el delito se encuentra bajo su impacto emocional.
Los grupos de ayuda podrían especializarse según delitos que permitan un
conocimiento de la situación que, sin ser exacto, ofrece elementos conexos.
Cierto es que no hay victimas similares, pues, cada cual reacciona de
acuerdo a sus circunstancias, pero el denominador común se establece por
las reacciones frente al delito, la violencia que las ha dañado física o
moralmente.
En tal sentido, cabe recordar que victimas no son solo aquellas contra
quienes se efectuó concretamente una sola acción delictuosa sino sus
parientes más cercanos, padres, hijos o nietos.
5. LA CRISIS DE LOS MODELOS DE INTERVENCIÓN PENAL
FRENTE AL CRIMEN
En la interpretación de la reciente evolución de la política criminal
peruana tan pródiga en reformas penales, procesales y penitenciarias, los
penalistas, en la universidad y en la jurisdicción, muestran un cierto
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desconcierto a la hora de abordar su análisis crítico. Pareciera como si los
acontecimientos que se están produciendo no formaran parte del acervo de
actuaciones sociales cuya posible aparición, al margen de su plausibilidad,
habían sido anticipadas por los juristas. Esto genera una extendida actitud
de despectivo rechazo hacia lo que se califica sumariamente como una
política criminal oportunista.
Sin echar en saco roto este último calificativo, conviene, sin embargo,
que nos preguntemos por las razones de esa incapacidad que los expertos
de la política criminal tiene para analizar con la necesaria ecuanimidad unas
decisiones y actuaciones que, por muy imprevistas que sean, no se puede
negar que gozan de un generalizado respaldo popular y de un impulso
político de amplio espectro ideológico.
Creemos que la explicación de semejante perplejidad se debe en
buena medida a que los penalistas están analizando las transformaciones
jurídico penales en curso desde un modelo analítico equivocado o, por mejor
decir, en trance de superación. Me refiero al modelo penal garantista.
En efecto, conocido con diferentes denominaciones a lo largo del
pasado siglo XX, este modelo se caracteriza en todo momento por
desarrollar una estructura de intervención penal autolimitada, hasta el punto
de que se ha llamado a sí mismo “derecho penal mínimo”, girando en torno a




La atribución de una eficacia limitada a sus genuinos instrumentos de
intervención, la norma y la sanción penales. Éstos sólo desarrollarían efectos
sociales perceptibles en la medida en que se encuadraran en un contexto
más amplio, el del control social en general. Sólo en tanto  el subsistema de
control penal coincidiera en sus objetivos con los pretendidos por el resto de
los subsistemas de control social –familia, escuela, vinculaciones
comunitarias, medio laboral, relaciones sociales, opinión pública –y en la
medida en que interaccionara recíprocamente con ellos, habrá garantías de
que la intervención penal pudiera condicionar los comportamientos sociales.
De ahí que se desconsidera su posible uso como ariete promotor de
transformaciones en los valores sociales vigentes.
Segundo:
Deliberada reducción de su ámbito de actuación a la tutela de los
presupuestos más esenciales para la convivencia. Frente a las tendencias
expansivas de otros sectores del ordenamiento jurídico, singularmente del
Derecho administrativo, el Derecho Penal garantista considera una virtud,
además de un signo equívoco de una sociedad bien integrada, que su área
de intervención sea la mínima imprescindible. En esa actitud ha jugado
usualmente un papel importante la constatación de la naturaleza
especialmente aflictiva de las sanciones que le son propias, que estima
superior a la de cualquier otro medio de intervención social, lo que justificaría
un empleo muy comedido de ellas. Se convierte en lugar común que el
Derecho Penal sólo debe actuar frente a las infracciones más graves a los
bienes más importantes, y ello sólo cuando no existan otros medios sociales
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más eficaces. Ello conlleva el olvido de todo tipo de pretensiones
encaminadas a salvaguardar a través del Derecho Penal determinadas
opciones morales o ideológicas en detrimento de otras.
Tercero:
Profunda desconfianza hacia un equilibrado ejercicio del poder
sancionatorio por parte de los poderes públicos. El Derecho penal de este
modelo se sigue declarando orgullosamente heredero del liberalismo
político, y en consecuencia estima una de sus principales tareas la de
defender al ciudadano, delincuente o no, de los posibles abusos y
arbitrariedad del estado punitivo. De ahí que coloque la protección del
delincuente, o del ciudadano potencial o presuntamente delincuente, en el
mismo plano que la tutela de esos presupuestos esenciales para la
convivencia acabados de aludir. Ello explicaría las estrictas exigencias a
satisfacer por los poderes públicos al establecer los comportamientos
delictivos y las penas para ellos previstas, a la hora de verificar la
concurrencia de unos y la procedencia de las otras en el caso concreto, y en
el momento de la ejecución de las sanciones. El temor a un uso indebido del
poder punitivo conferido al Estado, que pudiera terminar afectando al
conjunto de los ciudadanos, permita todo el armazón conceptual del Derecho
penal garantista, desde los criterios con los que se identifican los contenidos
a proteger aquellos que seleccionan las sanciones a imponer, pasando por




Existencia de límites trascendentes en el empleo de sanciones
penales. Así, los efectos sociopersonales pretendidos con la conminación,
imposición y ejecución de las penas, por muy necesarios que parezcan, en
ninguna circunstancia deben superar ciertos confines. Uno de ellos es el de
la humanidad de las sanciones, que viene a expresar que determinadas
sanciones, o determinadas formas de ejecución de sanciones, son
incompatibles con la dignidad de la persona humana, por lo que, no pueden
imponerse, cualquiera que sea la entidad lesiva del comportamiento o la
intensidad de la responsabilidad personal. Otro de los confines a no superar
es el de la proporcionalidad, en virtud del cual la pena debe ajustarse en su
gravedad a la del comportamiento delictivo al que no se conecta debiendo
mantener una correspondencia sustancial con él.
Finalmente, la pena debe fomentar o, al menos, no cerrar el paso a la
reintegración en la sociedad del delincuente, idea ésta que se configura
como un derecho de todo ciudadano y se nutre tanto de una visión
incluyente del orden social como del reconocimiento de la cuota de
responsabilidad de la sociedad en la aparición del comportamiento delictivo.
El nuevo modelo que se está asentando inició su devenir en algunos
sistemas jurídicos antes que en otros, y en eso tiene mucho que ver el
modelo penal de intervención del que el modelo en ciernes se va
desvinculando. En efecto, durante los años 60 y 70 del siglo XX ciertos
ordenamientos jurídicos tomaron una decidida orientación a favor de lo que
se llamó el “modelo resocializador”. Este modelo se implantó
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contundentemente en ciertos países anglosajones, de modo especial
Estados Unidos y Gran Bretaña, así como en los países escandinavos, entre
otros lugares. Su impulso lo recibía de la “ideología del tratamiento”, la cual
consideraba que la legitimación del Derecho Penal nacía de su capacidad
para resocializar al delincuente, y que todo el instrumental penal debía
reconducirse a esa finalidad.
Se trataba de una idea que ya tenía una larga tradición, desde los
correccionalistas españoles o positivistas italianos de la segunda mitad del
XIX. Pasado por las llamadas escuelas intermedias italiana y alemana de los
años 20 y 30 de las teorías de la defensa social que florecieron en Italia y
Francia en los años 40 y 50, todas del último siglo. Pero lo realmente
novedoso fue que el conjunto de países acabados de citar pretendieron
durante más de dos décadas configurar su  modelo de intervención penal de
acuerdo a esa idea de la resocialización del delincuente.
Ello implica una serie de decisiones significativas, entre las que se
pueden destacar las siguientes:
1. La pauta de actuación es, en efecto, la búsqueda de la
reintegración en la sociedad del delincuente, objetivo al que
han de acomodarse todos los demás. Eso conlleva que los
otros efectos sociopersonales pretendidos tradicionalmente
por la pena quedaran en un segundo plano o sufrieran un
descrédito sin paliativos. Este era, sin duda, el caso de los
dirigidos hacia el conjunto de la población, a saber, los
encaminados a lograr una prevención general de los delitos
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mediante el aprovechamiento de los efectos intimidatorio,
corrector de socializaciones defectuosas, o reforzar de la
adhesión a los valores sociales, que se suscitan en los
ciudadanos que perciben la reacción social negativa que el
delincuente sufre tras la comisión de un delito. Pero también
quedaban oscurecidos ciertos efectos dirigidos de modo
directo a prevenir que el delincuente en concreto volviera a
delinquir, como es el caso de la intimidación para su
comportamiento futuro que éste recibe mediante la
imposición de la pena, o su inocuización para causar daños a
la sociedad mientras dure su estancia en prisión.
2. La obtención de ese objetivo resocializador exigía ciertas
cautelas propias del Derecho Penal clásico. Así, se difuminan
las referencias al hecho concreto realizado a la hora de
determinar la responsabilidad de delincuente, prestando
especial atención a sus condicionamientos personales y
sociales en el momento de delinquir. Se promueven las
penas indeterminadas, cuya duración y contenido quedan
directamente condicionados por la evolución registrada en el
proceso de reintegración en la sociedad del delincuente.
3. La pena de prisión es objeto de una valoración ambivalente.
Por un lado, se considera que proporciona un marco espacial
y regimental que facilita las aproximaciones reeducadoras a
los delincuentes, de ahí que, se fomente un uso de ella
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desprovisto en la medida de lo posible de los componentes
aflictivos y con características diversas según las
necesidades de tratamiento a que deba atender. Por otro, se
percibe que resulta difícil eludir las consecuencias negativas
inherentes a todo internamiento y se impulsan, sobre todo en
la segunda mitad del periodo de vigencia del modelo
resocializador, penas alternativas a la prisión con
capacidades para conseguir el mismo objetivo resocializador
pero llevando el delincuente una vida total o parcialmente en
libertad.
4. El abordaje de la delincuencia se consolida como una tarea
de expertos. Sin duda compete a los profesionales de la
policía y de la jurisdicción, pero sobremanera a un conjunto
de profesionales de las ciencias del comportamiento que, a la
búsqueda de las medidas más eficaces para obtener la
reintegración social del delincuente, aportan masivamente
sus conocimientos en el momento de la determinación de la
pena y, singularmente, durante su ejecución. Los políticos se
inmiscuyen poco en lo que consideran una labor técnica, y la
ciudadanía en general no muestra demasiado interés, salvo
sucesos ocasionales, en lo que se hace con los delincuentes.
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CAPÍTULO III
EL PROBLEMA DE LA DELINCUENCIA COMÚN EN EL PERÚ
1. EL INCREMENTO DE LA DELINCUENCIA COMO PROBLEMA EN
EL PERÚ
Según lo reporta la Policía Nacional del Perú, el año 2013 se
registraron 175,000 denuncias policiales a nivel nacional, el 68% de las
cuales corresponde a delitos contra el patrimonio (hurto, robo, apropiación
ilícita, estafa y daños); el 12% a delitos contra la vida el cuerpo y la salud; el
9% a delitos contra la seguridad pública; el 5% a delitos contra la libertad;
1% a delitos contra la familia; el 1% a delitos contra la fe pública; y el 3% a
otros delitos; habiéndose determinado que dicha incidencia se concentra
considerablemente en algunas regiones del país6. Por consiguiente, resulta
importante analizar críticamente el hecho antisocial de la “inseguridad
ciudadana” y las recientes medidas adoptadas por tendentes a su
“reducción” o “erradicación”, como alguno lo ha manifestado.
Es evidente, la delincuencia ha crecido y va en aumento. Es más,
ahora mismo estamos enfrentando una ola de crímenes que han puesto en
jaque a las autoridades y que la Policía se niega a aceptar. En los últimos
años la delincuencia en el Perú se ha incrementado desmesuradamente.
Dentro de los actos delincuenciales con mayor incidencia figuran el robo o el
6 Diario Oficial El Peruano, 18 de agosto del 2013, p. 16, edición digital en http://
www.elperuano.com.pe [Fecha de consulta: 20-08-2011]
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intento de robo, con 68.1%, cifra similar a la del 2011. Le siguen la estafa, el
secuestro, la extorsión, el maltrato y la ofensa sexual. Cabe indicar que
muchos hechos delictivos no son denunciados por lo agraviados. Una cifra
sorprendente es la referida a las personas que denunciaron un acto delictivo
y obtuvieron resultados positivos por parte de la Policía. Solo un 5.1% se
sintió satisfecho con la labor de la PNP.
Las últimas encuestas sitúan la inseguridad ciudadana como el mayor
reto al que se enfrenta Perú. El 77% de peruanos cree que la inseguridad y
la delincuencia son los principales problemas del país, según una encuesta
de la consultora GFK de octubre de 2013. También el Latinobarómetro 2013,
un estudio que se hace anualmente sobre toda la región y que se publicó
recientemente, informa de que el 24% de los latinoamericanos cree que el
mayor problema de la región es la delincuencia, pero que nuestro país el
porcentaje llega al 35%, después de Venezuela (47%) y Uruguay (36%).
El Perú tiene la más alta tasa de percepción de inseguridad en
América –según un informe temático del Latinobarómetro de 2013–, y
aunque el Gobierno de Ollanta Humala prometió afrontar la demanda de
seguridad ciudadana, no ha habido resultados concretos, como tampoco los
hubo en anteriores administraciones gubernamentales. En nuestro país, los
índices de victimización (personas que reconocen haber sido víctimas de
delitos en el último año) son mayores que en países con una tasa de
homicidios superior como Venezuela u Honduras. El 39% de los peruanos
reportó haber sido víctima de algún tipo de delito, según una encuesta del
36
Instituto de Estadística e Informática (INEI) del período octubre 2012 a
marzo 2013. El exministro de Interior, Gino Costa, experto en seguridad
ciudadana, explica que la frecuencia de los robos y hurtos callejeros, unido
al bajo índice de confianza en la policía son los problemas más sentidos por
la sociedad.
El Foro Económico Mundial, comparando 148 países en el Índice de
Competitividad Global, coloca a Perú en el puesto 137 en confianza en los
servicios policiales. Por otro lado, las encuestas de victimización sirven para
medir mejor la delincuencia callejera dado que en el país solo el 12%
denuncia los delitos, pues, cree que perderá su tiempo y no recuperará lo
robado. Las cifras de delito callejero son muy altas y eso sumado a la poca
confianza en la institución policial y la idea de que es muy corrupta, explica
que haya mucho temor a ser víctimas de un delito. La alta victimización en
Perú no es un fenómeno nuevo. Desde el período del presidente Alberto
Fujimori la delincuencia común y la criminalidad ha sido un descuido
sucesivo a lo largo de los gobiernos.
En septiembre de 2012, el Gobierno de Humala anunció que el
Ministerio de Justicia estaba avanzando en un proyecto de
“interoperabilidad” que permitirá integrar las bases de datos y sistemas
informáticos de la Policía Nacional, el Ministerio Público y el Poder Judicial,
entre otros organismos para combatir la delincuencia. Han transcurrido más
de dos años y sin embargo la situación no solamente sigue igual, sino que,
se ha agravado. Las cifras del Plan Nacional de Seguridad Ciudadana 2013-
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2018, elaborado por el mismo Ministerio del Interior y que fue publicado
recientemente en el diario oficial El Peruano refleja que la delincuencia ya no
es una percepción, sino una realidad. Las denuncias policiales por diversos
delitos pasaron de 617 por 100 mil habitantes (en 2010) a 846 por 100 mil
habitantes (2012). Es decir, hubo un alza de 37%. Los robos se
incrementaron en un 31% entre los años 2010 y 2012. Mientras que los
hurtos (o arrebatos al paso) subieron en un 33% en el mismo periodo.
Otro tema alarmante es el aumento de los casos de violaciones
sexuales, que pasaron de 18 denuncias por 100 mil habitantes en 2010 a 29
denuncias por 100 mil habitantes en 2012. Lo lamentable es que el Plan
Nacional de Seguridad Ciudadana muestra que el 56% de la población
considera que el Poder Judicial es corrupto, seguido por la Policía Nacional
(52%), el Congreso de la República (47%), los partidos políticos (27%) y las
municipalidades (24%), entre otras entidades. En estas condiciones ante la
pérdida de credibilidad de los principales organismos la situación se pone
más grave.
En la actualidad nos encontramos en un ambiente repleto de
delincuencia, siendo Lima uno de las ciudades más peligrosas de América.
Asombra que el Estado no haya podido encontrar una solución a este tipo de
problemas y; por el contrario, se haya ido expandiendo, ya sea desde un
robo a mano armada a asesinatos múltiples por una gran suma de dinero.
Es vergonzoso saber que los políticos no hacen nada importante para evitar
estos tipos de situaciones, claro que no en su mayoría, pero, sólo nos cabe
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recalcar que si no encontramos una solución podríamos llegar a
encontrarnos en una sociedad desconfiada, con una profunda epidemia
delictiva, despreocupada por el prójimo y totalmente ausente de valores7.
En estos días en los que la delincuencia es frecuente y el incremento
de robos a empresas y personas es cosa de todos los días, se necesita una
nueva opción en seguridad perimetral y personal. En la actualidad la
delincuencia en el Perú se ha vuelto un tema cotidiano. El gobierno peruano
no a tomado verdaderamente cartas en el asunto, ya que día a día vivimos
angustiados y desconfiando de los demás. Mientras el gobierno no planifique
un “buen plan de estrategia” para erradicar la delincuencia, se percibe que
los pobladores van adoptando sus propias medida preventivas.
2. PREVALENCIA DEL SENTIMIENTO COLECTIVO DE
INSEGURIDAD CIUDADANA
La consolidación de la delincuencia clásica encuentra un apoyo
inestimable en la generalización del sentimiento colectivo de inseguridad
ciudadana. Como consecuencia de una diversidad de factores, alguno de los
cuales serán aludidos más adelante, se han incrementado desde hace unos
años en la población tanto la preocupación en general sobre la delincuencia
como el miedo a ser víctima de un delito, tales actitudes se producen




Por una parte, la extendida sensación en la sociedad de que las cosas
van cada vez peor en temas de prevención de la delincuencia, sensación
que se proyecta en una escasa confianza en la capacidad de los poderes
públicos para afrontar el problema.
Por otra parte, ha desaparecido la actitud de comprensión hacia la
criminalidad tradicional, en especial hacia la pequeña delincuencia, actitud
muy difundida en los años 70 y 80, y que se fundaba en una comprensión
del delincuente como un ser socialmente desfavorecido y marginado al que
la sociedad estaba obligada a prestar ayuda. Ahora los delincuentes son
vistos, sin que procedan distinciones según la gravedad o frecuencia de su
comportamiento delictivo, como seres que persiguen sin escrúpulos y en
pleno uso de su libre arbitrio intereses egoístas e inmorales a costa de los
legítimos intereses de los demás. Se han puesto de modo calificaciones
como las de “predador sexual”, “criminal incorregible”, “asesino en serie”,
“jóvenes desalmados” que reflejan acertadamente el nuevo estatus social,
deshumanizado, del delincuente.
Por lo demás, esa preocupación o miedo por el delito ya no se centran
en los ámbitos sociales más conscientes o temerosos de la delincuencia,
sino que han extendido a sectores sociales antes relativamente distanciados
de tales sentimientos. La preeminencia de los espacios dedicados a la
crónica criminal en los más diversos medios de comunicación, donde ya no
es extraño que ocupe los primeros titulares, tiene que ver sin duda, aunque
no exclusivamente, con el eco que tales informaciones suscitan en capas
amplias de la población.
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Ello ha permitido que el miedo o la preocupación por el delito se hayan
afincado en la agenda social entre los asuntos más relevantes y, lo que es
aún más significativo, que la persistencia y arraigo de tales actitudes se haya
convertido en un problema social en sí mismo. En efecto, resulta fácil
apreciar que un buen número de programas de intervención penal son
diseñados, no tanto para reducir efectivamente el delito cuanto para
disminuir las generalizadas inquietudes sociales sobre la delincuencia.
Durante mucho tiempo los intereses de las víctimas han quedado
subsumidos en los intereses públicos. Su tutela se obtenía en la medida en
que la incidencia del delito sobre determinados ciudadanos suponía un
perjuicio a los intereses de la sociedad en su conjunto. De hecho, este
requisito sigue fundamentando la caracterización del Derecho Penal como
un sector del derecho público, diferenciado del derecho privado. Se ha
sostenido incluso el principio de neutralización de la víctima, con el que se
quiere expresar que las víctimas deben de tener una capacidad de
intervención en la reacción penal lo suficientemente limitada como para no
condicionar los intereses públicos que en ella se están sustancialmente
dilucidando. En cualquier caso, parecía evidente que un correcto
entendimiento de la utilidad pública impedía contraponer toscamente los
intereses de las víctimas con los intereses de los delincuentes por un juicio
justo y por una ejecución penal atenta a sus necesidades de reintegración
social. Ni siquiera el reciente desarrollo de la victimología, con su realce de
medidas penales reactivas atentas a satisfacer los intereses de la víctima,
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puso en cuestión la debida consideración de los intereses del delincuente
condenado.
Sin embargo, la plausible atención a los intereses de las víctimas han
adquirido en los últimos tiempos algunos sesgos novedosos: Ante todo, son
las demandas de las víctimas reales o potenciales, cuando no de unas
víctimas arquetípicas sin existencia real ni posible, las que guían el debate
político criminal, efectuándose reflexiones más complejas, atentas al
conjunto de necesidades colectivas.
En segundo lugar, el protagonismo de los intereses y sentimientos de
las víctimas ha entrado en un juego de suma –cero: Cualquier ganancia por
parte del delincuente; por ejemplo, en garantías procesales o en beneficios
penitenciarios supone una pérdida por la víctima, que lo ven como un
agravio o una forma de eludir las consecuencias de la condena; y, en menor
medida, lo mismo vale a la inversa, todo avance en la mejora de la atención
a las víctimas del delito es bueno que repercuta en un empeoramiento de las
condiciones existenciales del delincuente. Y es que, finalmente, lo que se ha
producido es una inversión de papeles. Es ahora la víctima la que subsume
dentro de sus propios intereses a los intereses de la sociedad, son sus
sentimientos, sus experiencias traumáticas, sus exigencias particulares los
que asumen la representación de los intereses públicos. Estos deben
personalizarse, individualizarse, en demandas concretas de víctimas, grupos
de víctimas, afectados o simpatizantes.
El principio de neutralización ha modificado su curso. A las víctimas se
les encomienda la tarea de asegurar que argumentaciones complejas y
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matizadas de los poderes públicos, que pretendan abarcar intereses sociales
contrapuestos, sean mantenidas lo suficientemente alejadas como para no
interfieran en la adecuada satisfacción de los intereses de los directamente
afectados por el delito8.
3. POPULISMO Y POLITIZACIÓN EN EL MARCO PENAL
Los agentes sociales que resultan determinantes en la adopción y
contenido de las decisiones legislativas penales han sufrido modificaciones
de  gran escala. Ante todo, los conocimientos y opiniones de los expertos se
han desacreditado. Ello reza; desde luego, para las aportaciones
procedentes de una reflexión teórica que, paradójicamente, han logrado en
el ámbito de la interpretación y sistematización de la ley penal niveles de
precisión y rigurosidad conceptuales inalcanzados por otros sectores del
ordenamiento jurídico. Sus disquisiciones han dejado de ser, no ya sólo
comprensibles, sino dignas de comprensión que influyentes sectores
sociales. Pero la reputación de los especialistas insertos en la práctica
judicial o de la ejecución de penas también se encuentra malparada.
8 Un ejemplo bien ilustrativo de hasta dónde se puede llegar por este camino lo constituyen dos
prácticas que se han asentado en EE. UU., en relación con la aplicación de la pena de muerte. Por la
primera de ellas, a efectos de decidir si en un caso de asesinato se debe imponer la pena de la primera
de ellas, a efectos de decidir sin en un caso de asesinato se debe imponer la pena de muerte o basta
con una pena privativa de libertad, la fiscalía puede fundamentar su petición de pena capital, al
margen de en la gravedad del hecho cometido, en los graves sufrimientos que la pérdida del ser
querido ha causado entre sus parientes y allegados, lo que materializa mediante la presentación de una
“declaración de impacto sobre las víctimas”, donde recoge los testimonios y dictámenes pertinentes.
Por la segunda, ciertos estados justifican la autorización para que los familiares y allegados de la
víctima presencien la ejecución del delincuente en el ambiguo concepto psicológico de “punto final”
(closure), que expresaría que los perjudicados por el asesinato recuperan la tranquilidad anímica
perdida desde que se produjo el suceso y prolongada durante todo el proceso judicial, cobertura
mediática, etc., una vez que perciben directamente la muerte del causante de todas esas
perturbaciones. Véase sobre estas dos manifestaciones, Zimring: “The Contradictions of American
Capital Punishment”. Oxford University Press, 2003.
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Los jueces son vistos como un colectivo poco fiable, que adopta con
frecuencia decisiones alejadas del sentido común, y a los funcionarios de
ejecución penal parece sólo preocuparles el bienestar de los delincuentes.
Sólo la pericia policial, en su doble faceta preventiva de delitos y
perseguidora de los ya cometidos, sigue siendo considerada imprescindible.
En este caso, sus eventuales insuficiencias nos llevan a cuestionar la utilidad
de sus conocimientos, sino a proponer su perfeccionamiento y mejora9.
En contrapartida, la experiencia cotidiana del pueblo, su percepción
inmediata de la realidad y los conflictos sociales han pasado a ser un factor
de primera importancia a la hora de configurar las leyes penales, y pugna
por serlo también en la aplicación legal. Lo novedoso; sin embargo, no es
que tales experiencias y percepciones condicionen la creación y aplicación
del derecho, algo legítimo en toda sociedad democrática, sino el que
demanden ser atendidas sin intermediarios, sin la interposición de núcleos
expertos de reflexión que valoren las complejas consecuencias que toda
decisión penal conlleva. Los portadores de esos nuevos conocimientos son
la opinión pública creada por los medios populares de comunicación social,
las víctimas o grupos de víctimas y, en último término, el pueblo.
Para que estos últimos agentes sociales puedan asentar su relevancia
es preciso que los agentes institucionales directamente vinculados con la
creación del derecho otorguen a las demandas populares un acceso
privilegiado, mediante el que puedan eludir los habituales controles
9 Según una encuesta del Instituto Opina para el diario El País, realizada a fines de 2003, las cinco
instituciones mejor valoradas por los españoles son, por este orden, la guardia civil, la monarquía, la
Policía nacional, las comunidades autónomas, y la policía municipal. El sistema judicial aparece en el
último lugar de las instituciones listadas en la pregunta, en el puesto número 14. véase diario El País.
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burocráticos que en toda democracia velan por el fundamento de las
iniciativas legislativas. A esta labor se aplican en los últimos tiempos con
extremado celo fuerzas políticas de todo el espectro ideológico. Las vías
para su éxito transiten, de forma singular aunque no exclusiva, por la
aceleración del tempo y la irrelevancia, cuando no eliminación del debate
parlamentario e incluso del gubernamental.
Se trata de que los políticos puedan justificar la omisión de aquellas
fases procedimentales en las que el protagonismo corresponde a
profesionales expertos en virtud de la urgencia o del carácter indiscutible de
las decisiones a tomar, se revistan tal urgencia e inapelabilidad del concepto
de alarma social, de perentoriedad del problema, de consenso social, o de
cualquier otro recurso retórico. Ello permite a las fuerzas políticas establecer
una relación inmediata entre las demandas populares y la configuración del
Derecho Penal; y recolectar, ello mediante los importantes réditos políticos
que esta pretendida democracia directa suministra.
Esta dinámica populista y politizada tiene una serie de rasgos entre los
que quizás convenga destacar ahora dos de ellos:
El primero pondría de relieve que el descrédito de los expertos ha
pasado de las palabras a los hechos. Al inicial distanciamiento o
incomprensión a privarles del margen discrecional que, debido a su pericia,
gozaban en su correspondiente ámbito decisional. Ejemplos al respecto
sobran en estos momentos, especialmente en el campo de la determinación
de la pena y de su ejecución. Es el caso de la reducción del arbitrio judicial a
la hora de sustituir la pena o medida de seguridad, o el resto de pena por
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cumplir, impuestas a un extranjero residente ilegal por su expulsión de
territorio nacional, o las restricciones a la aplicación del tercer grado, la
libertad condicional, los permisos de salida o los beneficios penitenciarios,
introducidas, respectivamente, en las LLOO. 11/2003 y 7/200310.
En segundo rasgo se enuncia con facilidad: el manejo excluyente por la
plebe y las políticas del debate político criminal ha conducido a un marcado
empobrecimiento de sus contenidos. Frente a la mayor pluralidad de puntos
de vista que hubiera
4. LA CRIMINALIDAD Y EL DERECHO A VIVIR EN PAZ
La Seguridad en estos últimos años ha cobrado vital importancia en
las políticas de Estado, pues, se está viendo afectada uno de los principales
derechos del hombre "el derecho de vivir en paz" en condiciones adecuadas
para su desarrollo. Pero quizá la problemática específica en este tema de
Seguridad Ciudadana está en lo urbano más que en lo rural, vinculado
principalmente con el aumento de la delincuencia, alarmantes cifras de
homicidios, robos, afectando el normal desarrollo del Capital Humano. Por
esta razón nos parece interesante plantear un tema de esta magnitud,
realizando así un análisis de la delincuencia común, sus principales actores,
su dinámica, y sus consecuencias.
Con el presente trabajo pretendemos contribuir al mejor conocimiento
de la situación delincuencial en la Región Puno y el Perú, a pesar de las
limitaciones y posibles errores de esta investigación.
10 Sobre el progresivo desapoderamiento de la discrecionalidad judicial y penitenciaria que se está
produciendo, véase también Maqueda Abreu. “Crítica a la reforma penal anunciada”. Jueces para la
democracia, Nº 47, 2003.
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A finales del año pasado se publicó el Informe Regional de Desarrollo
Humano 2013 – 2014, que lleva por título Seguridad Ciudadana con Rostro
Humano: Diagnóstico y Propuestas para América Latina (Nueva York,
PNUD). Este trabajo constituye un excelente resumen del conocimiento
existente. Nos propone un diagnóstico bastante completo de las
dimensiones y causas del problema, sugerencias de políticas para
enfrentarlo y que recogen experiencias exitosas implementadas en los
últimos años.
Acaso la idea central del informe es que el tema de la seguridad
ciudadana tiene múltiples dimensiones; una cosa es el delito callejero o el
pandillaje, y otra la delincuencia organizada, que se manifiesta en prácticas
como el tráfico de personas (que a su vez lleva la prostitución y a otras
formas de trabajo forzado), el secuestro, el narcotráfico o la extorsión. Todo
suma para generar la sensación de inseguridad en la que vivimos, pero el
combate a estos males requiere acciones diferentes.
El aumento de la delincuencia organizada, estaría asociado a la
diversificación de actividades ilegales en las que incurrían algunas bandas
interiormente dedicadas al narcotráfico, como consecuencia de las políticas
de combate al mismo. Habría un “efecto globo”: así como las políticas de
erradicación de un país trasladan los cultivos a otro, el combate al
narcotráfico “empuja” a las bandas a usar sus “habilidades” en otras áreas y
países, cambio rentable dados los mayores niveles de actividad económica
de los últimos años. Obviamente, combatir este tipo de delincuencia requiere
un trabajo de inteligencia y de unidades especializadas muy finas.
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Otra es la dinámica del pandillaje, consecuencia del deterioro de los
entornos familiares y urbanos. Aquí la clave estaría en la intervención
comunitaria y en la promoción de oportunidades. Combatir el abandono
escolar, mejorar las escuelas, prevenir el maltrato infantil y la violencia
doméstica, crear y visibilizar mejores alternativas de vida y socialización.
Otra es la dinámica del robo callejero, en la que se nos habla del “delito
aspiracional”: el aumento de expectativas de consumo, combinadas con falta
de movilidad social y altos niveles de segregación en las ciudades, llevarían
al aumento de esta modalidad delictiva. Nuevamente, este delito sería
consecuencia de un crecimiento económico ocurrido en un contexto de crisis
social y de escasa legitimidad del orden institucional.
Cabe destacar que Perú aparece como el Segundo país con más
víctimas de robos de la región, detrás de Ecuador. La prevención pasa
nuevamente por prestar atención a la familia, la escuela, la vida comunitaria.
La criminalidad y violencia en el mundo constituyen en la actualidad
un problema político social de primer orden, que exige la necesidad de
implementar medidas concretas para disminuir la violencia urbana en las
principales ciudades del país, en particular contra la delincuencia común,
cuyos efectos los padece transversalmente toda la población. Esta violencia
obedece a muchos factores causales de índole socioeconómico y cultural,
donde la familia, la escuela, la comunidad y los medios de comunicación
constituyen espacios de socialización muy importantes. Sin embargo, éstos
históricamente no han articulado una clara orientación de sus objetivos,
contribuyendo a una débil formación ciudadana.
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La criminalidad y la delincuencia urbana es una de las
manifestaciones más notorias de la violencia contemporánea. Las ciudades
enfrentan altas tasas de delincuencia que amenazan los sentimientos de
seguridad de la población.
Vernos libres de la delincuencia, gozar de un ambiente de
tranquilidad, estar protegido contra la violencia en el hogar y en la calle,
lograr que las ciudades sean más seguras son ingredientes indispensables
para un desarrollo sostenido. Históricamente las ciudades siempre han
sufrido en mayor o menor dimensión los avatares de la violencia, pero hoy
en día, por la incidencia de muchos factores estructurales como la
desocupación, falta de empleo, las migraciones, la pérdida de valores,
etcétera, han elevando sus índices tornándose más agresivas y temerarias.
Con el advenimiento de la crisis económica en la década del ochenta,
se cierra una época, en la cual el crecimiento económico y las características
del Estado de bienestar permitieron un incremento de la participación de
ciertos segmentos importantes de la población11. Hoy, la situación es
diametralmente opuesta. Frente a la crisis económica, a las políticas de
ajuste implantadas, a los procesos de modernización estatal y a la apertura
económica, se observa el aumento de las violencias urbanas y el deterioro
ambiental, con lo cual no solamente se ha generalizado la inseguridad social





En este contexto, América Latina se ha convertido en uno de los
continentes más violentos del mundo, si nos atenemos a las tasas de
homicidios. La violencia crece en las ciudades a un ritmo superior a la
urbanización, convirtiéndose en uno de los factores más importantes de la
calidad de vida de la población urbana. No hay dominio de la vida citadina
donde las violencias no hayan penetrado dejando efectos devastadores.
El mundo urbano es el modo de vida fundamental para la mayoría de
los latinoamericanos y, en este contexto, la violencia comienza a marcar las
relaciones entre sus habitantes: inseguridad, desamparo, agresividad,
autodefensa, etc., con lo cual la población restringe su condición de
ciudadanía y la ciudad disminuye su cualidad de espacio público por
excelencia.
En los países de la región es donde se presenta un índice de
criminalidad bastante alto. Este índice se mide por la tasa de homicidios ya
que es una cifra relativamente fácil de registrar. La criminalidad alta, más de
10 homicidios por cada 100.000 habitantes, se da en ciudades de El
Salvador, Brasil, Colombia, Guatemala, México. Otros de criminalidad baja,
con 0.5 y 5 homicidios por cada 100.000 habitantes como en las ciudades de
Costa Rica, Chile, y Uruguay.
En el Perú, como en el resto de América Latina, buena parte del
debate público acerca de cómo enfrentar la inseguridad gira en torno de
cómo hacer más eficaz y más severa la pena de los hechos delictivos. Como
si la única respuesta posible fuese encerrar a un número cada vez mayor de
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jóvenes; como si las cárceles no estuvieran ya abarrotadas y sobre
pobladas. No cabe duda que cualquier política de seguridad pública debe
contemplar el fortalecimiento del sistema penal, para hacer que las
instituciones que lo integran sean más eficientes. Pero restringir las políticas
públicas de seguridad al ámbito de lo penal, y, peor aún, pretender resolver
los problemas incrementando las penas para que el mayor número de
conductas se castiguen con cárcel (y con el mayor número posible de años
de encierro), es un grave error. Es el error al que conducen las llamadas
políticas de "mano dura".
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CAPÍTULO IV
LA SEGURIDAD CIUDADANA COMO DERECHO
FUNDAMENTAL DE LA PERSONA
1. SIGNIFICADO DE LA SEGURIDAD CIUDADANA
La seguridad ciudadana se entiende como la acción del Estado para
proteger al ciudadano y asegurar su calidad de vida. En la imagen un
rescate en montaña. La seguridad ciudadana es la acción integrada que
desarrolla el Estado, con la colaboración de la ciudadanía y de otras
organizaciones de bien público, destinada a asegurar su convivencia
pacífica, la erradicación de la violencia, la utilización pacífica y ordenada de
vías y de espacios públicos y, en general, evitar la comisión de delitos y
faltas contra las personas y sus bienes.
En líneas generales, por seguridad ciudadana deben entenderse el
conjunto de acciones democráticas en pro de la seguridad de los habitantes
y de sus bienes, y ajustadas al derecho de cada país. De hecho, el reto
actual es armonizar el ejercicio de los derechos humanos de cada uno con
las distintas políticas en materia de seguridad ciudadana de los Estados. Por
ejemplo, la Organización de los Estados Americanos plantea que en
ocasiones se aplican políticas que se han demostrado ineficaces, como por
ejemplo el aumento de las penas, la reducción de garantías procesales, o
medidas para aplicar el Derecho penal a menores de edad; que pueden
derivar en movimientos paramilitares o parapoliciales —milicias de
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'autodefensa'— cuando el Estado no es capaz de reaccionar de una forma
eficaz ante la violencia y el delito, complicando la situación.
El termino "Seguridad Ciudadana", ha sido muy extraño en la doctrina
cristiana y legislación política. Esta expresión de Seguridad Ciudadana es
originaria de España. Donde existen normas y leyes como la Ley Orgánica
de Protección de la Seguridad Ciudadana que tiene por objetivo la
protección, prevención, garantía que se tenga que dar a los ciudadanos para
que puedan intervenir libremente, y con las garantías correspondientes a fin
de tener una tranquilidad, paz y seguridad tanto de los bienes como de las
personas que representa la vida en la comunidad. En este País la policía
tiene a su cargo la seguridad pública y la seguridad ciudadana es parte de
ella, donde tiene la responsabilidad, el control de diversos problemas
sociales.
El concepto de la seguridad ciudadana domina el debate sobre la
lucha contra violencia y delincuencia en América Latina. La expresión está
conectada con un enfoque preventivo y, hasta cierto grado, liberal a los
problemas de violencia y delincuencia. El término pone énfasis en la
protección de los ciudadanos y contrasta con el concepto de la seguridad
nacional que dominaba el discurso público en décadas pasadas y que
enfocaba más en la protección y la defensa del Estado.
Existen múltiples conceptos y nociones del término "seguridad
ciudadana" y su contenido concreto puede variar considerablemente
dependiendo del actor o autor quien lo utilice. Por ejemplo, no hay un
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consenso si la seguridad ciudadana se refiere también a riesgos o amenazas
de tipo no intencional (accidentes de tránsito, desastres naturales) o de tipo
económico y social. Un punto en que sí concuerdan la gran mayoría de
autores es que el término referencia a dos niveles de la realidad:
Primero, se refiere a una condición o un estado de un conjunto de
seres humanos: a la ausencia de amenazas que ponen en peligro la
seguridad de un conjunto de individuos. En ese sentido, el término tiene un
significado normativo. Describe una situación ideal que probablemente es
inexistente en cualquier lugar del mundo pero que funciona "como un
objetivo a perseguir", por ejemplo, define la seguridad ciudadana como "la
condición personal, objetiva y subjetiva, de encontrarse libre de violencia o
amenaza de violencia o despojo intencional por parte de otros.
Segundo, se refiere a políticas públicas encaminadas a acercar la
situación real a la situación ideal, es decir, se refiere a políticas que apuntan
hacia la eliminación de las amenazas de seguridad o hacia la protección de
la población ante esas amenazas. En ese sentido, el término se refiere a
prácticas sociales empíricamente existentes.
2. EVOLUCIÓN CONSTITUCIONAL DE LA SEGURIDAD
CIUDADANA COMO DERECHO FUNDAMENTAL DE LA
PERSONA
En los países hispano hablantes hay ocasiones en las que se prefiere
usar términos como «orden público» —que no debe confundirse con el
concepto de orden público— o «seguridad de los habitantes» en vez de
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«seguridad ciudadana» o «seguridad nacional», por motivos históricos que
dependen de cada país. De forma análoga, en España se usa a menudo el
término «seguridad ciudadana» en referencia al orden público o a la
seguridad pública, pues el término «orden público» fue usado durante la
dictadura de Francisco Franco para justificar medidas represivas.
La preocupación por el orden público aparece en la Declaración de los
Derechos del Hombre de 1789. La seguridad ciudadana garantiza que se
puedan ejercer los derechos individuales sin impedir a los demás disfrutar de
los suyos. El origen moderno del concepto seguridad ciudadana es
consecuencia directa de otro concepto del siglo XVIII al inicio de la Edad
Contemporánea: el orden público. Este es un concepto liberal que aparece
en el artículo 9 de la Declaración de los Derechos del Hombre y del
Ciudadano de 1789, documento fundamental de la Revolución Francesa:
Nadie puede ser inquietado por sus opiniones, incluso las religiosas, siempre
y cuando su manifestación no altere el orden público establecido por la ley.
Además el artículo cuatro del mismo documento relaciona la libertad
individual con este concepto: La libertad consiste en poder hacer todo lo que
no sea perjudicial al otro. Así, el ejercicio de los derechos naturales de cada
hombre no tienen otro límite que aquellos que aseguren a los otros
miembros de la sociedad el disfrute de estos mismos derechos; estos límites
sólo pueden estar determinados por la ley. En este sentido, si extendemos el
concepto de orden público como limitación a la libertad ideológica del
artículo noveno, a la definición de libertad individual del artículo cuarto,
55
aparece el concepto de orden público: El orden público se establece como
garantía y límite de la libertad y, como ésta, consiste en que nadie puede
hacer nada que sea perjudicial a los demás.
Con el tiempo este concepto de orden público evolucionó hacia el de
seguridad ciudadana, mucho más amplio, y que incorpora los valores del
Estado social y democrático de Derecho; hasta el punto que el concepto va
más allá de forzar a los ciudadanos a la obediencia de la norma, sino
garantizar la calidad de vida de los mismos.
Al colocar en el mismo plano los conceptos de democracia y
seguridad, percibimos con mayor claridad el riesgo que se corre cuando
frente a las demandas de seguridad, la democracia aparece asociada a
sentimientos de peligro, miedo y urgencia. Se trata, entonces, de dejar de
lado el paradigma del orden, para ubicarnos en el de la seguridad urbana,
entendiendo seguridad de las personas y no seguridad del Estado.
En el contexto de España e Hispanoamérica el uso de distintos
términos por los diferentes regímenes dictatoriales de la segunda mitad del
siglo XX como eufemismos de 'represión' hacen que no siempre se asocie
términos como los expuestos a valores asociados a la libertad. Así en el
cono sur se prefiere el término seguridad de los habitantes u orden público
ya que el término 'seguridad ciudadana' fue usado por las fuerzas armadas
en los años 60 como aplicación de doctrinas represivas como la Doctrina de
Seguridad Nacional (DSN) impartida en la Escuela de las Américas. En
contraposición, en España la expresión 'seguridad ciudadana' se prefiere
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sobre 'orden público', usada como medio represivo en la dictadura de
Francisco Franco
Según el Diccionario Jurídico de Manuel Ossorio12, se entiende por el
término seguridad, a la “exención de peligro o daño”, mientras que, otros
doctrinarios precisan que la seguridad, consiste en contrarrestar el peligro
mediante un equilibrio entre fiabilidad y riesgo aceptable. La seguridad es un
término que estuvo unido siempre a la concepción de Estado-nación,
emergido sobre todos los conceptos, la seguridad de Estado por encima de
la seguridad individual de las personas. Desde que surgen los Estados en el
contexto político universal, a la seguridad se le asigna la concepción integral
de la disposición de todos los medios con los que cuenta una sociedad o
Estado-nación para brindar protección y fiabilidad de desarrollo a la
comunidad.
El artículo 1º de la Constitución Peruana de 1993 precisa que: “la
defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad son el fin
supremo de la sociedad y del Estado”; y a decir del maestro Carlos
Fernández Sessarego: “Este es el enunciado eje sobre el cual gira la
interpretación de las normas de dicho cuerpo legal, así como de todas
aquellas otras que integran el ordenamiento jurídico del país. La persona
humana, considerada en sí misma, es el fin supremo de la sociedad y del
Estado, de donde se deriva la obligación de la sociedad y del Estado de
defenderla y respetarla.
12 Osorio, Manuel. Diccionario de Ciencias Jurídicas Políticas y Sociales, 1ª edición electrónica, en
http://forodelderecho.blogcindario.com/2008/04/00389-diccionario-de-ciencias-jurídicas-políticas-y-
sociales-manuel-ossorio.html [fecha de consulta: 20-08-2011]
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El derecho fue creado para proteger, en última instancia, la libertad
personal, a fin de que cada ser humano, dentro del bien  común, pueda
realizarse en forma integral, es decir, pueda cumplir con su singular
“proyecto de vida”. El Derecho pretende a través de su dimensión normativa
eliminar, hasta donde ello sea posible, los obstáculos que pudieran impedir
el libre desarrollo del personal “proyecto de vida”, es decir, de lo que la
persona desea ser y hacer en su vida”.
El artículo 1º de la Constitución, al enunciar que la defensa de la
persona humana es el fin supremo de la sociedad y del Estado, lo que
prescribe es el deber de todos y cada uno de los miembros de la sociedad –
así como de los diversos órganos del Estado -, de proteger de una manera
preventiva, integral y unitaria a la persona. Esta protección comprende tanto
su estructura psicosomática como su libertad proyectiva, fenoménica, hecha
acto, conducta, comportamiento; es decir, el “proyecto de vida” de cada
persona13.
Ahora bien, un análisis sistemático de este enunciado nos lleva a
revisar las disposiciones que regulan los deberes fundamentales del Estado,
consagrados en el artículo 44º de mismo cuerpo normativo, habiendo de
precisar que una disposición constitucional expresa acerca de tales deberes
no estuvo presente en nuestro ordenamiento constitucional, sino hasta la
Constitución de 1920, que en su artículo 4º consagró el deber del Estado de
mantener la independencia e integridad de la Nación, garantizar la libertad y
los derechos de los habitantes, conservar el orden público y atender el
13 Fernández Sessarego, Carlos. La Constitución Comentada. T.I, 1ª ed. Lima, 2005, Edit. Gaceta
Jurídica S.A., p. 45.
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progreso moral e intelectual, material y económico del país. Introdujo bajo la
influencia de una tendencia socializadora, determinados deberes expresos
que el Estado debía tutelar. Un precepto constitucional similar estuvo
ausente en la Constitución de 1933.
Por su parte, el artículo 80º de la Constitución de 1979 asumió que:
“son deberes primordiales del Estado defender la soberanía nacional,
garantizar la plena vigencia de los derechos humanos, promover el bienestar
general basado en la justicia y en el desarrollo integral y equilibrado del país,
y eliminar toda forma de explotación del hombre y hombre por el Estado”.
Estableció, a diferencia de la Constitución de 1920, un conjunto de deberes
fundamentales del Estado propios, ya de un modelo de Estado social y
democrático de Derecho. Sobre esta base, el artículo 44º de la Constitución
de 1993 sistematizó y amplió los deberes primordiales del Estado.
En efecto, sin dejar de reconocer la defensa de la soberanía nacional,
el respeto de los derechos fundamentales y el bienestar general, consagró
también la protección y seguridad de la población, el diseño y ejecución de
una política de fronteras, así como la integración de la Nación14.
La previsión de este deber se justifica en la medida en que entre los
derechos fundamentales y el Estado social y democrático de Derecho, se da
un estrecho nexo de interdependencia: el Estado social, para ser
considerado tal, tiene que respetar y garantizar los derechos fundamentales;
14 León Vásquez, José Luís. La Constitución Comentada. T.I. 1ª ed., Lima, 2005, Edit. Gaceta Jurídica
S.A.
59
y, a la inversa, los derechos fundamentales, para su realización, precisan de
la existencia del Estado social y democrático de Derecho15.
Las exigencias de esta recíproca implicancia entre ellos se reflejan en
el hecho de que los derechos fundamentales no son solo derechos negativos
o de defensa de las personas frente al Estado y ante los cuales el Estado
debe abstenerse de realizar actos que puedan vulnerarlos; sino que también
suponen exigencias concretas o positivas a ser materializadas por parte del
Estado; esto es, el Estado asume la obligación de promover el respeto y la
vigencia de los derechos fundamentales a través de la provisión de las
condiciones más adecuadas para su plena realización.
Pero también, la justificación de este deber primordial se halla en la
concepción del doble contenido jurídico-constitucional o doble carácter de
los derechos fundamentales, según la cual dichos derechos poseen una
dimensión subjetiva, los derechos fundamentales constituyen derechos
subjetivos de las personas; en su dimensión objetiva, son instituciones
objetivas que comportan determinados valores superiores que informan todo
el ordenamiento jurídico16. Por ello, al prever la Constitución este deber
primordial del Estado ha tenido en cuenta que “los derechos fundamentales
son los representantes de un sistema de valores concreto, de un sistema
cultural que asume el sentido de la vida estatal contenido en la Constitución.
Desde el punto de vista político, esto significa una voluntad de integración
15 Pérez Luño, Antonio, Los derechos fundamentales, 7ª Ed., Tecnos Madrid, 1998, citado por León
Vásquez, José Luís.
16 Haberle, Peter. La garantía del contenido esencial de los derechos fundamentales en la Ley
fundamental de Bonn, Dykinson, Madris, 2003, citado por León Vásquez, José Luís. Cit
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material, desde el punto jurídico, la legitimación del orden estatal y
jurídico”17.
Sería un error pensar que este deber del Estado se circunscribe
únicamente, y como tradicionalmente se ha entendido, a la protección de la
población frente a las amenazas y conflictos externos. Por el contrario, el
despertar con fuerza de amenazas “no tradicionales” para la seguridad como
la extrema pobreza, el terrorismo, el tráfico de armas, el narcotráfico, el
crimen organizado, la delincuencia urbana, la inestabilidad política, el
deterioro medioambiental y los desastres naturales, obliga a los actuales
Estados democráticos a elaborar, desarrollar y ejecutar políticas públicas, a
fin de brindar a la población las condiciones necesarias para garantizar su
seguridad18.
La importancia de que el Estado garantice a la población su seguridad
radica en el hecho mismo que sin ella, aquel no podría acometer la
realización de otros valores superiores tales como el orden público y la paz
social. Pero, además, porque la realización de principios constitucionales
como el principio de autoridad, y la vigencia y respeto de los derechos
fundamentales, no puede ser conseguida si es que el Estado no es capaz de
establecer parámetros mínimos de seguridad para sus ciudadanos.
Esto no quiere decir, sin embargo, que dicha seguridad deba ser
conseguida- ni siquiera intentada –a toda costa. El Estado social y
democrático de Derecho debe ser consciente de la tenue línea que separa,
17 Smend, Rufolf, Constitución y Derecho Constitucional, Centro de Estudios Constitucionales,
Madrid, 1985, Citado por León Vásquez, José Luís, cit.
18 Alegría Varona, Ciro. “la seguridad como derecho humano”, en Pensamiento Constitucional Nº 4,
Año IV, MDC, Fondo Editorial de la Pontificia Universidad Católica del Perú, Lima, 1997; Citado por
León Vásquez, José Luís, cit.
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en aras de la pretendida seguridad, a un Estado democrático de un Estado
policial  aun de terror. Por el contrario, el Estado solo puede conseguir,
legítimamente, garantizar la seguridad y tranquilidad ciudadanas en la
medida en que su consecución se haga a partir del respeto de los valores
superiores, los principios constitucionales y los derechos fundamentales19.
Ahora bien, se advierte de los hechos acontecidos desde la asunción
de mando del presidente Ollanta Humala, que desde las esferas del
gobierno se han iniciado acciones tendientes a enfrentar la inseguridad
ciudadana, convocando a diversos estamentos de nuestra sociedad,
incluyendo a la empresa privada, los bancos y la población en su conjunto.
3. CAUSAS PROBABLES QUE ORIGINAN LA INSEGURIDAD
CIUDADANA Y EL ROL DE LA PNP
Al encabezar la conducción del Consejo Nacional de Seguridad
Ciudadana y Política de la Lucha contra la Criminalidad, el presidente
Humala Tasso intentó dar muestras evidentes de su intento por asegurar
una presencia efectiva y permanente del Estado, en lo que su gobierno
considera una prioridad nacional, pretendiendo abordar el reto de recuperar
el liderazgo, rescatar el principio de autoridad y devolver a la población la
seguridad y tranquilidad necesarias.
La composición de dicho Consejo Involucra el concurso directo de los
titulares del Poder Judicial, Legislativo, Fiscalía y los ministerios involucrados
en el diseño de estrategias y aplicación de las nuevas normas y medidas
para luchar contra la delincuencia. Sin embargo, se debe tener muy en claro
19 Landa, César. Estado constitucional y terrorismo en el Perú, citado por León Vásquez, José Luís.
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que no se trata solamente de conformar e instalar un órgano funcional del
más alto nivel, sino, al mismo tiempo, de pasar a hechos concretos, en una
coyuntura indudablemente crítica a causa del accionar cada día más violento
de las bandas criminales.
En la instalación del Consejo, se anunció la creación de un Fondo para
la Seguridad Ciudadana, que canalizará esfuerzos económicos del propio
Estado y de las empresas privadas para mejorar el armamento, equipos de
comunicaciones, uniformes y otras necesidades urgentes del Consejo
Nacional de Seguridad Ciudadana, el presupuesto global para seguridad
ciudadana en el año 2010, llegó a 65.8 millones de nuevos soles, destinados
a actividades y proyectos; y, el monto asignado para el presente año llegó
apenas a 26.5 millones. Más aun, regiones como Ayacucho, Cajamarca y
Cusco no recibieron recurso alguno por concepto de seguridad ciudadana en
2011 y 2012.
Obviamente dichos recursos deben incrementarse considerablemente
para iniciar las actividades programadas, por dicha razón el ministro de
Economía y Finanzas, Luís Miguel Castilla, precisó que el Consejo de
Ministros aprobó un decreto de urgencia que aprueba la creación de este
fondo especial, acotando que su finalidad es captar recursos de terceros,
donaciones y aportes no reembolsables de la cooperación técnica y otros.
Asimismo, permite movilizar recursos del canon.
Por su parte, el jefe del Gabinete Ministerial, exhortó a que todos los
peruanos debemos unirnos en la lucha por la seguridad ciudadana,
convocando al sector privado a sumar recursos al Fondo Especial para la
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Seguridad Ciudadana, aprobado por el Consejo de Ministros con una partida
inicial de 200 millones de nuevos soles”, lo que precisó en Sesión del
Consejo de Ministros, realizada el 1 de setiembre pasado20.
La Seguridad Ciudadana, tiene diversas funciones, entre las principales
tenemos las siguientes:
 Velar por el cumplimiento de los objetivos específicos de su
competencia, establecidos en el Plan Local de Seguridad Ciudadana.
 Coordinar acciones con entidades públicas y privadas vinculadas a
cautelar la tranquilidad y seguridad ciudadana, así como la gestión del
riesgo de desastres.
 Ejecutar el control del orden y dar seguridad a los vecinos en los
espacios de uso público de la ciudad, conjuntamente con la Policía
Nacional del Perú realizando patrullajes diurnos y nocturnos, para
garantizar el mantenimiento de la tranquilidad y el orden público.
 Coordinar y apoyar con la Policía Nacional del Perú y otras
organizaciones la realización de operativos conjuntos en apoyo a la
tranquilidad y el orden público.
 Apoyar a la Policía Nacional de Transito en el control del tránsito
vehicular, en caso de necesidad y urgencia hasta su normal
funcionamiento.
20 Diario Oficial el Peruano, 1 de setiembre del 2011; edición digital en http://www.elperuano.com.pe
[Fechade consulta: 02-09-2011].
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La causa por la cual se origina la seguridad ciudadana es por la
inseguridad ciudadana. La inseguridad ciudadana se define como el temor a
posibles agresiones, asaltos, secuestros, violaciones, de los cuales podemos
ser víctimas. Hoy en día, es una de las principales características de todas
las sociedades modernas, y es que vivimos en un mundo en el que la
extensión de la violencia se ha desbordado en un clima generalizado de
criminalidad y se ha originado gran incertidumbre en la sociedad.
Entre las causas de inseguridad que se detectan, está el desempleo
que vive una gran cantidad de personas. Las personas que atentan contra
los bienes y la integridad física de los ciudadanos lo hacen, frecuentemente,
por no tener un empleo estable que les garantice ingresos suficientes para
mantener a su familia. También, se identificó a la pobreza como otra causa
que puede generar agresividad y que causa, además, altos índices de
delincuencia que, generalmente, se ubican en las zonas marginales de la
ciudad. La falta de educación es otra causa. La escasa (y, muchas veces,
inexistente) educación de los ciudadanos genera delincuencia, agresividad y,
por supuesto, inseguridad en aquellas personas que se mantienen al
margen, pero que son los que sufren las consecuencias de esta situación.
Asimismo, la cultura tan pobre de nuestra población genera altos
índices delictivos y de agresividad contra las personas. Puede afirmarse que,
cuanta menos educación y cultura tengan las personas, estarán más
propensas a la delincuencia y al crimen serán personas que desprecian los
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derechos fundamentales de los ciudadanos, como es la propia integridad
física y la vida.
También, se dice que es consecuencia del incremento de una
sociedad altamente consumista. Todos quieren detentar riquezas que no lo
pueden lograr por sus propios medios legales. De otro lado, se afirma que
sería el desarrollo y progreso económico del país y de las personas, hecho
que ha dado lugar a las extorsiones y chantajes, o atracos a mineros,
empresarios, etc.
Sin embargo, ¿como explicar la existencia de los delitos de “cuello
blanco”? ¿Cómo explicar la existencia de organizaciones delictivas que
amasan millones de dólares por el accionar delictivo? ¿Cómo explicar que
autoridades de gobiernos regionales y locales con niveles económicos y
culturales aceptables delincan? Entonces, las causas ya no serían
solamente la desocupación y la pobreza. Existen otras causas que van
relacionados a la pérdida de valores y, los valores, en una sociedad es lo
más difícil de cultivar y practicar. Ahí también debe centrarse el debate de la
criminología.
Una de las herramientas más importantes para controlar y prevenir la
violencia y la criminalidad, es una policía eficiente, cercana a la ciudadanía,
transparente y democrática. En este aspecto el gobierno ha venido
trabajando. Sin embargo, en los actuales momentos no se cuenta con una
Policía Nacional que responda con eficacia y eficiencia al reto de la
criminalidad. Contamos con una policía con muchas limitaciones en su
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propia formación técnica, carente de recursos logísticos, estímulo salarial, y
apoyo moral de la propia sociedad que la cobija, entre otros.
Entre las principales limitaciones tenemos:
A) La politización de la Seguridad Ciudadana.
B) Escasos recursos con los que cuentan algunos entes policiales.
C) Altos niveles de corrupción dentro de los organismos Policiales.
D) Inadecuados mecanismos de rendición de cuentas.
E) Falta de apertura a la comunidad.
F) Malas condiciones de comisarías y equipo logístico.
G) Desconfianza de la ciudadanía en los cuerpos policiales.
El Gobierno consciente de esta problemática ha realizado una serie
de planes y programas dirigidos a minimizar esta situación tales como:
• Depuración de los cuerpos policiales.
• Dotación de armas y equipos.
• Coordinación entre las diferentes instituciones y cuerpos policiales.
• Formación, capacitación e instrucción de los funcionarios y
ciudadanía.
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• Formulación de políticas estatales de seguridad ciudadana.
4. INTENTOS DE MEDIDAS PREVENTIVAS   PRO SEGURIDAD
CIUDADANA
Una de las decisiones adoptadas por el actual gobierno fue la
expedición del Decreto de Urgencia Nº 047-2011, publicado 14 agosto 2011,
a través del cual se otorga a partir del 31 de agosto de ese año una
“Asignación Especial, por Servicio Policial de Retén –Servicios-Franco”, lo
que ha llevado a la cancelación temporal del llamado sistema laboral policial
del “uno por uno”, en los lugares donde se considera existe una mayor
incidencia delictiva, por lo que dicha disposición rigió únicamente en los
departamentos de la Libertad, Lambayeque y Piura, la Provincia
Constitucional del Callao y el distrito de Comas en la Provincia de Lima. Con
esta medida se buscó que el gobierno intente asegurar presencia efectiva de
la mayor cantidad posible de policías en el resguardo cotidiano de los puntos
más críticos de ciudades indicadas y, de esta manera, se contrarrestar la
delincuencia y el incremento de la violencia criminal.
También cabe destacar el proyecto de ley, aprobado por el Consejo de
Ministros, mediante el cual se aprobó la creación del Servicio Policial
Voluntario, que permitiría que varones y mujeres peruanos solteros, entre 18
y 21 años y secundaria completa que no presenten antecedentes penales,
puedan realizar dicho servicio voluntario en labores administrativas en
comisarías y apoyar en el sector turismo y control de tránsito, pero no
tendrían facultad para imponer papeletas. Pues, tal como lo explicó el
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ministro del Interior, no portarán armas, pero recibirán propia y alimentación.
Además, de ser el caso, tendrán un puntaje adicional en los exámenes de
ingreso a las escuelas de la PNP y las Fuerzas Armadas.
Si bien reconocemos la importancia de estas medidas; sin embargo,
consideramos que para garantizar su eficacia, se requiere contar otros
elementos que la complementen. Uno de ellos es la participación activa y
permanente de los Comités Regionales, Provinciales y Distritales de
Seguridad Ciudadana, que son organizaciones creadas para formular,
planear y ejecutar programas y proyectos de seguridad ciudadana en cada
competencia territorial.
Llama la atención que no se hayan discutido públicamente las
dificultades que demanda la instalación de los comités y la forma como
vienen asumiendo sus responsabilidades los gobiernos locales, pues, tener
conocimiento del número de comités instalados no garantiza que estos estén
cumpliendo con sus fundones. Así lo reveló el secretario técnico del Consejo
Nacional de Seguridad Ciudadana (CONASEC), al precisar que apenas 326
comités a nivel  nacional cumplieron con presentar sus planes operativos de
seguridad ciudadana destinados a combatir la delincuencia en sus
respectivas jurisdicciones, indicando que dicha cifra representa solo el
17.5% del total de comités de seguridad ciudadana existentes en el país.
Adicionalmente se reconoció que una de las series deficiencias que
impidieron una mejor coordinación en la lucha contra el crimen ha sido la
falta de acciones gubernamentales que refuercen la labor de los comités
regionales, provinciales y distritales, así como la carencia de recursos. Se
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supone que el titular del Ministerio del Interior preside el Consejo Nacional,
pero hubo años en que ni siquiera lo encabezó o auspició reuniones para
realizar balances sobre su objetivo21.
Es importante precisar que lo ideal en el trabajo de los Comités
Regionales, Provinciales y Distritales de Seguridad Ciudadana es la
formulación de Programas Preventivos Multisectoriales para evitar la
aparición y desarrollo de hechos que generen violencia y, al mismo tiempo,
trabajar con población en riesgo respecto a los problemas de inseguridad
ciudadana. Estos programas preventivos pueden ser situacionales
(remodelación de los espacios públicos, iluminación o instalación de
alarmas), sociales (implementación de programas contra el pandillaje, el
consumo de drogas o la violencia familiar) o comunitarios (combinan los dos
tipos de prevención) y adicionalmente existen también Programas de Control
como el serenazgo, las patrullas urbanas  las vigilancias locales22.
Pero haciendo un análisis de la situación actual, es difícil que estos
Comités asuman la dirección de programas de prevención social, pues
requiere además de un plan de trabajo, el contar con personal capacitado y
recursos económicos para su ejecución. En algunos distritos, existe voluntad
y compromiso para implementar programas de prevención con el objetivo de
prevenir el pandillaje en niños y adolescentes.
Además, es preciso diferenciar el trabajo de los Comités, de las labores
asumidas por el área de seguridad ciudadana que se expresa,
21 Diario Oficial el Peruano, 1 de setiembre del 2012, edición digital en http://www.elperuano.com.pe
[Fecha de consulta: 02-09-2012]
22 Dávila Altamirano, Deici, Desafíos a la Seguridad Ciudadana en seis Codisec de Lima
Metropolitana,, en http://elestandarsocial.com/2007/10/29-30-y-31-octubre-jovis-2007.html [Fecha de
consulta: 20-08-2011].
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principalmente, en el serenazgo municipal, que surge como una respuesta
de los Municipios frente al estado se inseguridad existente. Sin embargo, el
serenazgo no puede actuar sin presencia policial, no puede portar armas, ni
detener delincuentes. Más allá de las limitaciones de la norma, el serenazgo
se ha convertido en el método de control de seguridad más organizado y
promovido por las Municipalidades23.
Con este objetivo de potenciar sus actividades, la alcaldesa de Lima,
Susana Villarán, anunció que Lima contará con la primera Escuela
Metropolitana de Serenos, que brindará capacitación y elevará el nivel de
formación de los agentes municipales de seguridad, destacando a su vez, el
hecho que los municipios de Santa Anita, Ate, Lurigancho –Chosica y
Chaclacayo suscribieran un convenio para implementar el programa
Serenazgo sin Fronteras, que permitirá las intervenciones rápidas.
5. APLICACIÓN DE BENEFICIOS PENITENCIARIOS COMO
ESTÍMULOS Y NO COMO DERECHOS
También existe otra medida que merece resaltar. Es la adoptada por el
Poder Judicial, que aprobó la Resolución Administrativa Nº 297-2011-PJ,  a
través de la cual se precisan diversos lineamientos que serán de
observancia obligatoria para nuestros magistrados al momento de calificar y
aplicar los beneficios penitenciarios, solicitados por personas que se
encuentran en la condición jurídica de condenadas.
23 Dávila Altamirano, Deici, cit.
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La Resolución aprueba la circular sobre el otorgamiento de estas
medidas, haciendo énfasis en la necesidad y obligación de los magistrados
de examinar tres elementos: primero, la naturaleza del delito, es decir,
examinar con rigor la gravedad objetiva y la trascendencia social del hecho
punible; segundo, evaluar la personalidad y peligrosidad del agente, es decir,
sus características individuales en atención con el delito cometido, su nivel
de inserción en el mundo criminal, y los valores que lo rigen, así como su
conducta en el establecimiento penitenciario, su actitud ante el delito
perpetrado y la víctima, incluyendo las acciones realizadas para reparar el
daño generado, en atención a las circunstancias específicas de su situación
personal; y, el tercer elemento es la apreciación en sus adecuados alcances
de la “peligrosidad del agente”, que debe entenderse como la predisposición
al delito, los ingresos carcelarios que haya tenido, las condenas dictadas, las
actividades previas a su ingreso al establecimiento penitenciario, su vida
laboral y familiar, domicilio, entre otros, así también –desde la perspectiva
del Código Penal –la reincidencia y/o habitualidad.
Es decir, dicha norma enfatiza la naturaleza jurídica de los beneficios
penitenciarios de semilibertad y liberación condicional, como un estímulo o
incentivo y no la de un derecho, por lo que no asegura su otorgamiento el
simple cumplimiento de los presupuestos formales previstos en los artículos
49º y 54º del Código de Ejecución Penal.
Conforme lo precisó en su oportunidad el propio representante del
Poder Judicial, César San Martín Castro, importa el ejercicio de potestades
discrecionales, regladas jurídicamente y entendidas como garantías
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previstas por el derecho de ejecución penal, cuyo fin es el aseguramiento de
determinadas instituciones jurídicas, que no implican, en caso alguno, un
otorgamiento automático, independientemente que se hubiesen cumplido los
presupuestos formales legalmente fijados.
Establece, además, que el órgano jurisdiccional ha de justificar,
mediante la motivación pertinente con absoluta claridad y rigor jurídico, la
estimación o desestimación del beneficio penitenciario.
Por otro lado, insta a los magistrados a examinar críticamente los
informes que son expedidos por la administración penitenciaria, a través de
los cuales se evalúa el grado de readaptación del interno, precisando que,
dicho documento, no tiene un carácter vinculante, pues, permite a los
magistrados ordenar su ampliación, dentro de los plazos breves, disponer la
realización de nuevas pericias, así como la elaboración de informes por las
autoridades, personas jurídicas o la actuación de diligencias que resulten
indispensables para la justa decisión del beneficio penitenciario solicitado.
Es imperativo como lo ha reconocido, que en sede judicial se
establezca una racional, adecuada y unificada comprensión de los beneficios
penitenciarios, sin perjuicio de que posteriormente sea regulada una norma
con rango de ley sobre dicha institución, para atender los requerimientos de
seguridad ciudadana, la realidad del país y el estado de los establecimientos
penales.
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6. DEBIDA MOTIVACIÓN DE LA SUSPENSIÓN DE EJECUCIÓN
DE LA PENA
El Poder Judicial expidió la Resolución Administrativa Nº 321-2011-P-
PJ24, Circular para la debida aplicación de la suspensión de la ejecución de
la pena privativa de la libertad. En atención a esta resolución, debe tenerse
en consideración que la suspensión de la ejecución de la pena no es un
derecho del penado, sino una medida alternativa, de régimen de prueba, que
busca fortalecer el efecto preventivo especial de la pena en delincuentes de
poca peligrosidad o que han cometidos delitos menores.
También señala que en la práctica judicial, para la conexión de la
medida, solo se viene tomando en cuenta el criterio cuantitativo de que la
condena se refiera a pena privativa de libertad no mayor de cuatro años. Es
por ello que, la Corte Suprema ha desarrollado los criterios objetivos
regulados por el artículo 57º del Código Penal, con el fin de aplicar
correctamente la suspensión.
En ese sentido, la circular precisa que el pronóstico de no reiteración
delictiva constituye un presupuesto material que debe ser evaluado por el
juez, de manera conjunta, con los otros requisitos previstos en el citado
artículo 57º. Así, se enumeran circunstancias objetivamente verificables e
importantes para concretar la referida suspensión, entre ellas: la vida es
previa, condena o condenas anteriores, actitud frente al trabajo, condiciones
ordenadas o desordenadas de familia, arrepentimiento o actitud del autor y
24 Gaceta jurídica, Boletín Legal Diario, Noticias Legales del Día, en
http://www.gacetajurídica.com.pe/menuboletín.htm; [Fecha de Consulta 10/09/2011].
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ausencia o no de una disposición personal a la efectiva reparación del daño
ocasionado.
Asimismo, el Juez debe fundamentar de manera explícita que la
naturaleza, modalidad del hecho punible y la personalidad del agente hacen
prever que esta medida le impedirá cometer nuevo delito. También se insta a
los jueces a imponer reglas de conductas al penado, como las de informar y
justificar sus actividades mensualmente, además de cuidar la debida
aplicación tanto en los alcances de las reglas de conducta y del periodo de
prueba, como de los criterios legalmente fijados para la revocación de dicha
medida.
Consideramos que con esta medida lo que se intenta es ponderar las
necesidades de seguridad colectiva (prevención general) con la necesidad
de resocialización (prevención especial) en atención a las condiciones
personales del condenado. Cabe recalcar que la ley no obliga a conceder la
suspensión de la ejecución de la pena, pues, será el juez quien en cada
caso concreto la aplicará, obviamente, solo cuando tenga la expectativa
fundada de que el penado se comportará conforme a derecho.
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CAPÍTULO V
ANÁLISIS DE LA SITUACIÓN PROBLEMÁTICA Y
PROPUESTAS
1. LA LEY 30077 Y EL REORDENAMIENTO DE NORMAS PENALES
CONTRA EL CRIMEN
Es indiscutible que la Ley contra el Crimen Organizado aprobada por el
Congreso Promulgada por el Ejecutivo responde a las demandas de amplias
mayorías ciudadanas, agobiadas por el avance del delito y el clima de
inseguridad existentes en el país. No estamos ante un nuevo Código Penal o
de procedimientos Penales, pero sí ante la más importante de las
incontables reformas hechas a nuestra legislación en la materia.
Uno de los principales aportes de la Ley 30077 consiste en fijar
procedimientos de investigación y nuevas condenas para 22 delitos
considerados como de criminalidad organizada –aquellos cometidos por
asociaciones o bandas de tres o más personas-, a cuyos autores se les
retira el beneficio de reducción de pena por estudio o buen comportamiento
(conocido como 2x1) y la posibilidad de obtener libertad condicional.
También señala que las empresas creadas o utilizadas para la comisión de
estos delitos serán consideradas igualmente responsables de los mismos,
por lo que el juez podrá disponer su cierre, clausura o disolución definitiva.
La norma acaba con la ambigüedad existente al establecer que el
proceso de investigación y juzgamiento de los delitos que impliquen
criminalidad organizada contarán con un plazo de 16 meses para su
procesamiento, es decir que, serán considerados de naturaleza compleja. Se
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reduce así el debate sobre algunas polémicas excarcelaciones. También
añade que “todas las instituciones del Estado, funcionarios y servidores
públicos, así como las personas naturales y jurídicas del sector privado
están obligados a prestar colaboración, su omisión acarrea responsabilidad
penal, civil o administrativa”.
Hay aspectos de la Ley 30077 que quedarán para un posterior análisis,
dada la amplitud de la norma. Pero es imprescindible destacar los que
constituyen novedad. Entre ellos se encuentra la obligación encargada al
INPE de llevar un registro a nivel nacional de toda persona procesada o
condenada por delito de crimen organizado, el mismo que incluirá las visitas
que reciban de familiares o amigos.
Lo mismo puede decirse de la introducción de la figura del agente
encubierto en la lucha contra sospechosos de integrar o colaborar con una
organización criminal, y de la potestad que se otorga al juez para que ejerza
su criterio en los casos de aplicación de pena máxima por criminalidad
organizada, pena que ha sido fijada en 25 años de cárcel, pero que el juez
podrá elevar hasta en una tercera parte de este máximo (lo que da 32 años y
cuatro meses) en casos especialmente graves.  Y toda condena será
revisable, lo que implica una evaluación antes de que el recluso pueda
recuperar su libertad.
Analizados algunos de los aspectos positivos de la norma, es inevitable
referirse a su financiamiento que, según el legislador, queda a cargo de los
recursos propios de la PNP, Fiscalía y PJ. Lo que señala dudas sobre su
aplicación, por ejemplo, está claro que el Registro Nacional creado será inútil
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si las comisarías no pueden acceder con prontitud al mismo para verificar la
situación de los detenidos, y ya se sabe que solo una mínima parte de ellas
cuentan con interconexión informática. Aquí surge el mismo tipo de problema
de manejo de recursos económicos y presupuestales que impide hasta  hoy
el uso de bloqueadores de teléfonos celulares.
Otro problema urgente que hay que resolver es el del incremento de la
población de reclusos en los penales. Si no se dota al Ministerio de Justicia
de estos recursos, el hacinamiento que se vive en los reclusorios del país,
donde muchas veces no se diferencia entre delincuentes avezados y
primerizos, se agravará. El descuido de estos aspectos puede anular las
buenas intenciones de la nueva ley.
2. PROPUESTAS PARA GARANTIZAR LA SEGURIDAD
CIUDADANA
Como se ha visto en la secuela de la tesis, existen múltiples
conceptos y nociones del término seguridad ciudadana y su contenido
concreto puede variar considerablemente dependiendo del actor o autor que
lo utilice. Por ejemplo, no hay un consenso si la seguridad ciudadana se
refiere también a riesgos o amenazas no intencionadas (accidentes de
tránsito, desastres naturales) o de tipo económico y social (fraudes, delitos
ecológicos, corrupción política, etc.). Un punto en que sí concuerdan la gran
mayoría de autores es que el término referencia a dos niveles de la realidad:
 Primero, se refiere a una condición de toda una comunidad de
personas: a la ausencia de amenazas que pongan en peligro la
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seguridad colectiva. En ese sentido, el término tiene un significado
normativo y evalúa una situación ideal.
 Segundo, se refiere a acciones concretas encaminadas a la
eliminación de las amenazas de seguridad o hacia la protección de la
población ante esas amenazas. En ese sentido, el término se refiere a
prácticas existentes que buscan la idealidad de la norma.
Revisando la doctrina sobre el tema se aprecian de manera general
dos grandes esferas de conocimiento: la que se ocupa de los orígenes y
consecuencias del fenómeno delincuencial, entendida como amenaza a los
individuos, sus bienes y su estabilidad; y la relacionada con las fuerzas y
estructuras que son las responsables de enfrentar dichas amenazas, como
los sistemas policiales, las fuerzas armadas y, más recientemente,
modalidades diversas de seguridad ciudadana: comunitaria y privada. Por
ejemplo, la Organización de los Estados Americanos define la seguridad
ciudadana como la inexistencia de violencia y delito, salvaguardada por el
Estado:
La seguridad ciudadana es concebida como aquella situación donde
las personas pueden vivir libres de las amenazas generadas por la violencia
y el delito, a la vez que el Estado tiene las capacidades necesarias para
garantizar y proteger los derechos humanos directamente comprometidos
frente a las mismas. En la práctica, la seguridad ciudadana, desde un
enfoque de los derechos humanos, es una condición donde las personas
viven libres de la violencia practicada por actores estatales o no estatales.
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Sin embargo, y en concordancia con el análisis histórico del término,
hace énfasis en el carácter preventivo y de colaboración con la ciudadanía
de las actuaciones del Estado y no una actividad reactiva ante la comisión
del delito. La seguridad ha sido desde siempre una de las funciones
principales de los Estados. Indudablemente, con la evolución de los Estados
autoritarios hacia los Estados democráticos ha ido evolucionando también el
concepto de seguridad. El concepto de seguridad que se manejaba antes se
preocupaba únicamente por garantizar el orden como una expresión de la
fuerza y supremacía del poder del Estado.
Hoy en día, los Estados democráticos promueven modelos policiales
acordes con la participación de los habitantes, bajo el entendimiento de que
la protección de los ciudadanos por parte de los agentes del orden debe
darse en un marco de respeto de la institución, las leyes y los derechos
fundamentales. Así, desde la perspectiva de los derechos humanos, cuando
en la actualidad hablamos de seguridad no podemos limitarnos a la lucha
contra la delincuencia, sino que estamos hablando de cómo crear un
ambiente propicio y adecuado para la convivencia pacífica de las personas.
Por ello, el concepto de seguridad debe poner mayor énfasis en el desarrollo
de las labores de prevención y control de los factores que generan violencia
e inseguridad, que en tareas meramente represivas o reactivas ante hechos
consumados.
Sin embargo, el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo
aporta una definición inicial calificando la seguridad ciudadana de aquella
seguridad humana que previene contra el delito súbito contra las personas y
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su patrimonio: la seguridad ciudadana es una modalidad específica de la
seguridad humana, que puede ser definida inicialmente como la protección
universal contra el delito violento o predatorio.
Seguridad ciudadana –según la PNUD- es la protección de ciertas
opciones u oportunidades de todas las personas, su vida, su integridad, su
patrimonio, contra un tipo específico de riesgo (el delito) que altera en forma
"súbita y dolorosa" la vida cotidiana de las víctimas.
Aunque añade la faceta de la seguridad ciudadana como el ejercicio
del desarrollo humano: Al atentar contra la vida, la integridad o el patrimonio
de sus víctimas, los delitos enumerados arriba impiden el ejercicio de una
libertad concreta, sacrifican una opción legítima o destruyen una oportunidad
de realización humana: la inseguridad ciudadana es una negación flagrante
del desarrollo humano. Pero además de este impacto inmediato, los delitos
en cuestión afectan negativamente otras variables o procesos económicos,
sociales y políticos que a su vez facilitan el desarrollo humano. Dicho de otra
manera, una política de seguridad ciudadana inspirada en el desarrollo
humano tiene que entender que la seguridad no es el único valor ni es un
valor que pueda ser asegurado con prescindencia de la equidad y de la
libertad.
Por lo tanto, hablar de seguridad ciudadana implica casi de una forma
automática hablar de una autoridad que ordene y garantice dicha seguridad.
En la forma actual de concepción del Estado es éste el que garantiza la
seguridad ciudadana a través del monopolio de la violencia o el uso de
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medios coercitivos, siempre que éste sea legitimado por algún tipo de
expresión democrática como elecciones o referéndum. La autoridad es así
ejercida por:
a) Poder públicos:
La separación de poderes garantiza la coexistencia de tres poderes
con capacidad para obligar a la ciudadanía a cumplir ciertos mandatos. Este
poder, entendido como una cesión voluntaria de libertades al Estado, es
ejercido de acuerdo a los tres poderes: legislativo, ejecutivo y judicial. En
este sentido cabe añadir ciertas instituciones de gran importancia como son
los parlamentos y senados, el Ministerio del Interior, el Ministerio Público y
los tribunales de justicia, tanto de cada país como internacionales, pues
ordenan y coordinan de forma directa dicha autoridad.
b) Fuerzas policiales:
Son la forma más directa que tiene el Estado de regular la acción
ciudadana. Tienen atribuciones tanto de prevención, como puede ser el
ordenamiento del tráfico, prevención en drogodependencia o las rondas de
vigilancia; como de actuación tras el delito o falta, pudiendo iniciar
investigaciones o deteniendo a ciudadanos sospechosos de haber
incumplido la ley para ponerlos a disposición de la autoridad judicial. Una
reflexión muy interesante es la de distinguir entre una policía utilizada para la
defensa de los intereses del Estado y otra que garantice la seguridad
82
ciudadana, pues es ésta última el modelo que se pretende adoptar en la
actualidad:
El modelo de policía continental o al servicio del Estado, la policía
tradicionalmente tenía como finalidad la protección y extensión del poder
político en manos de las personas o grupos que gobiernan, evitando los
comportamientos políticamente desviados; pese a que, paralelamente, a
esta finalidad política, coexiste la necesidad de represión del delito. Lo que
prima, en este caso, es el mantenimiento del orden público. En el sistema
comunitario o anglosajón, la policía es un producto de las demandas
sociales, de suerte que la sociedad se autorregula (self-policing) con un
mínimo uso de la fuerza.
De acuerdo a esta pauta, la necesidad social de seguridad de
personas y bienes justifica, per se, la existencia de la policía. De esta
manera, los ciudadanos son los primeros interesados en colaborar con la
actuación policial, de tal suerte que se evite el recurso a la fuerza. Para
concluir, podríamos decir que el modelo de policía comunitaria tiene su
última justificación en el mantenimiento de la seguridad pública:
a) Ejército: La mayoría de los países posee un ejército profesional, que
si bien suele encargarse de la defensa nacional, también participa en
mantener la seguridad ciudadana en situaciones de emergencia,
como desastres naturales, atentados terroristas o asistencia a los
civiles en conflictos bélicos. De hecho, existen instituciones militares
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dedicadas por completo a estas labores como los cascos azules de la
ONU o la Unidad Militar de Emergencias de España.
b) Seguridad privada: Dependiendo del país, pueden existir fuerzas de
seguridad privada. La mayor parte de las actuaciones que llevan a
cabo es la protección de personas que así lo requieran, edificios y
otras instalaciones, o control de accesos en locales de ocio y eventos
multitudinarios. Si bien, la autoridad que posee suele ser menor y sus
actuaciones son meramente disuasorias o de detención temporal
hasta que la policía se haga cargo del detenido.
c) Ciudadanos: El ciudadano cumple el papel más importante en la
seguridad ciudadana, pues además de legitimar democráticamente
las anteriores formas de autoridad, contribuye moderando sus propias
acciones, denunciando actividades ilícitas, organizándose en
asociaciones de prevención y concienciación. En ciertas jurisdicciones
un ciudadano puede incluso detener a otro que esté cometiendo un
delito o huido de la justicia.
El Estado, como se ha dicho, es el máximo garante de la seguridad de
los habitantes a día de hoy, pero es la manera en la que cada Estado aplica
sus políticas en materia de seguridad ciudadana lo que determina su
eficacia. De esta manera, en el contexto internacional actual existe una gran
preocupación por asegurar que las acciones de los distintos Estados para
garantizar dicha seguridad no acaben amenazando los derechos de los
ciudadanos. En este sentido, la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos se ha pronunciado en los siguientes términos:
84
En América Latina y el Caribe, y en especial l en nuestro país, los
índices de criminalidad acompañada por violencia contra las personas,
genera también alarmas para la gobernabilidad democrática y la vigencia del
Estado de Derecho, lo que se traduce en los bajos índices de confianza que
la población manifiesta tener hacia el gobierno, el parlamento, la policía y el
sistema judicial. Los Estados deben encontrar respuestas a los problemas
derivados de la violencia en el marco de las herramientas previstas en los
instrumentos internacionales de derechos humanos y la vigencia del Estado
de Derecho como pilares básicos para la superación de la pobreza y el pleno
respeto a los derechos humanos y la dignidad de las personas. El problema,
es pues, compatibilizar las acciones del Estado con el respeto de la
integridad y libertad de los ciudadanos, una preocupación que concuerda
con la definición del concepto que se ha manejado. En consecuencia, la
citada Comisión matiza:
Frente a esta situación, en varios países de la región se ha apelado a
políticas que han resultado históricamente ineficaces para solucionar las
demandas sociales sobre seguridad ciudadana, basadas en planteos de
incrementar la presión punitiva; reducir las garantías procesales; o bajar la
edad de imputabilidad para aplicar el derecho penal de adultos a los niños y
niñas.
Por otra parte, la falta de una adecuada respuesta del Estado ante la
violencia y el delito, en ocasiones ha conducido a reproducir lógicas de
relacionamiento social fundadas en la intolerancia y la estigmatización de
personas o grupos de personas, favoreciendo la aparición de casos de
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violencia extralegal, de los cuales son responsables los llamados grupos de
“limpieza social”, como “escuadrones de la muerte” o grupos parapoliciales y
paramilitares.
Si el Estado se extralimita en sus funciones o ignora los derechos de
los ciudadanos aumenta la inseguridad ciudadana. Es decir, que la
seguridad ciudadana debe ser garantizada y defendida con más seguridad
para que sea eficaz: seguridad humana, seguridad jurídica y defensa de los
derechos humanos; sin que la seguridad ciudadana justifique cualquier tipo
de inseguridad del ciudadano.
La seguridad ciudadana se ha explicado hasta ahora como las
acciones destinadas a proteger al ciudadano sin que con ello se violen sus
libertades. Sin embargo, existen muchos casos en los que la aplicación
práctica de los recursos ideados para proteger al ciudadano se vuelven en
su contra, aumentando la desconfianza de este en el sistema. Por ejemplo,
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos expone que en la región
de América Latina y el Caribe, según los datos del latinobarómetro, la
desconfianza de la población en el sistema es más que notable:
3. TAREAS PENDIENTES PARA MANTENER LA SEGURIDAD
CIUDADANA
En este marco de autoridad, el Estado debe llevar a cabo diferentes
tareas para mantener la seguridad ciudadana, o dicho en otras palabras,
evitar la inseguridad ciudadana:
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3.1. PREVENCIÓN DEL DELITO
En la mayoría de las legislaciones nacionales, es el Estado quien
tiene los medios necesarios para evitar la comisión de cualquier tipo de
delito o falta. El principal medio del que dispone son las fuerzas policiales,
que haciéndose valer de la autoridad que poseen actúan allí donde sea
necesario para proteger al ciudadano de cualquier amenaza, ya sea de oficio
o mediante denuncia de un particular. Este tipo de actuaciones se basa en la
existencia de una legislación que establezca un marco normativo en el que
el Estado puede limitar las acciones del ciudadano, y que establezca el límite
de estas acciones para proteger al propio ciudadano de los abusos del
sistema. Por ejemplo, el Estado puede efectuar detenciones o interponer
multas coercitivas o sanciones siempre que respete los derechos del
ciudadano como el habeas corpus o su integridad física y emocional.
3.2. INVESTIGACIÓN DEL DELITO
La investigación del delito permite a la Justicia descubrir y condenar al
culpable de este. Para ello, la policía trabaja, dentro de los límites que marca
la ley, para descubrir a los sospechosos de la comisión de cierto delito y de
aportar las pruebas necesarias para su enjuiciamiento. Para lograr estos
objetivos la policía puede servirse de cuerpos especializados como la policía
científica o la policía tecnológica.
Una vez esclarecidas las circunstancias del delito es en un tribunal de
justicia donde se juzga a los sospechosos y se ejecutan las sentencias que
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pesen sobre estos con ayuda de la policía judicial. Además, pueden existir
unidades especiales dentro de la estructura policial para la resolución de
delitos concretos, como los perpetrados contra la hacienda pública,
narcotráfico, contraterrorismo, aduanas, etc.
3.3. ORDENACIÓN DE LOS ESPACIOS PÚBLICOS
La afluencia de un gran número de personas a un evento, como un
concierto, manifestación, mitin político o evento deportivo, puede resultar
peligroso si no se controla a la masa de gente o las instalaciones no están
adecuadas a las necesidades de espacio. Así, en muchos países es
necesario comunicar dichas celebraciones por adelantado a la autoridad
competente que, dependiendo de la legislación nacional, podrá limitar los
derechos de libertad de tránsito y reunión de los ciudadanos en la vía
pública.
La administración asegura además, a través de normativas e
inspecciones técnicas, que el espacio reservado para dicho evento tiene
todas las garantías de seguridad para soportar el número de personas que
asisten: accesos, protección contra incendios, alarmas, etc. En ocasiones se
produce una alteración violenta del orden público y suele ser necesario el
despliegue de policía antidisturbios para contener a la masa de gente o
limitar la destrucción de bienes de naturaleza pública o privada. Por ejemplo,
los enfrentamientos entre dos equipos rivales al finalizar un evento deportivo
suelen de necesitar que las fuerzas del orden intervengan.
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3.4. PROTECCIÓN Y CUSTODIA DE PERSONAS E
INSTITUCIONES
Muchas infraestructuras privadas requieren la presencia de un
profesional de la seguridad que sepa como actuar ante cualquier amenaza,
por lo que suele contratarse servicios de seguridad privada. En el caso de
instalaciones más sensibles como los edificios gubernamentales o
aeropuertos, los servicios de la policía. En otras ocasiones son las personas
las que necesitan ser protegidas contra amenazas muy concretas, como del
terrorismo o la violencia de género. Para ello existe la figura del
guardaespaldas u otros servicios de escolta.
3.5. CONTROL DE ARMAS
El Estado puede regular el derecho a portar armas de las personas
con el objetivo de garantizar la seguridad de los demás ciudadanos. En este
sentido, existe un gran abanico de niveles de regulación de armas, desde
países que prohíben toda fabricación, comercio, posesión y uso de armas de
cualquier tipo hasta países más permisivos.
3.6. ASISTENCIA DE EMERGENCIAS Y URGENCIAS
El Estado ordena la asistencia urgente al ciudadano a través del
servicio de protección civil, que coordina a la policía, los bomberos y la
asistencia sanitaria de urgencia. Además, elabora planes y previsiones de
cara a enfrentarse a posibles emergencias.
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Además del mantenimiento del orden público y la prevención e
investigación de delitos, la seguridad ciudadana incluye más ámbitos:
A) Contraterrorismo: El terrorismo, entendido como acciones que
buscan de forma directa coaccionar a la sociedad mediante el terror,
constituye una de los aspectos con más contenido en la actual
definición de seguridad ciudadana. Desde la experiencia en el Perú y
el 11S se han consolidado diversas actuaciones concretas como los
controles aeroportuarios o las listas negras de personas.
B) Seguridad vial: La seguridad vial consiste en las acciones destinadas
a controlar el tráfico rodado y disminuir tanto el número de accidente
como la mortalidad de estos. En este sentido toman gran importancia
acciones como la señalización de las carreteras, el acondicionamiento
de éstas o las campañas de control de alcoholemia.
La educación vial tiene por objetivo enseñar al ciudadano como
conductor, pasajero o peatón, los conocimientos, destrezas, hábitos
para que actúe de manera inteligente y razonable y respete las leyes
que regulan el tránsito con el objetivo de prevenir y evitar accidentes
viales.
C) Narcotráfico, tráfico de personas y tráfico de armas: El tráfico de
drogas es un negocio ilícito que genera muchos ingresos y, por tanto,
rivalidades entre organizaciones criminales que suelen ser violentas.
Además, la droga es potencialmente peligrosa para la salud y genera
dependencia, lo que mueve a las personas a saltarse la ley para
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obtener más droga. En este sentido, la seguridad ciudadana previene
y lucha contra el tráfico de drogas. Situaciones parecidas de
inseguridad ciudadana generan tanto el tráfico de personas como el
tráfico de armas, con el agravante de que estas actividades ponen en
serio riesgo la libertad y la seguridad de personas ajenas a estas
actividades.
D) Asistencia especializada en delitos especiales: Cada vez más
existen servicios policiales y civiles que se dedican en exclusiva a
evitar que se atente contra la integridad y dignidad de los ciudadanos
en delitos muy concretos que hasta hace bien poco pasaban
desapercibidos o no existían:
o Violencia de género.
o Atentados contra la libertad sexual de las personas como la
violación.
o Acoso laboral, escolar o ciberacoso.
o Violencia contra minorías étnicas y colectivas.
o Delitos informáticos como el spam o el fraude.
4. PERCEPCIÓN DE LA POBLACIÓN FRENTE A LA
INSEGURIDAD CIUDADANA
Para efectos de reforzar nuestras afirmaciones sobre  la victimización
de la población como consecuencia del incremento de la delincuencia,
hemos preparado una cuestionario que han sido absueltos por ciudadanos
de las ciudad de de Puno, Ilave, Azángaro y Juliaca. Se ha incidido en las
ciudades, por cuanto el incremento de la delincuencia se da en mayores
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dimensiones en los centros de mayor población. El cuestionario se aplicó a
100 ciudadanos y estuvo centrado en tres preguntas:
Primera pregunta:
¿Cuál de los problemas que afronta la población considera






























Fuente: propio del investigador.
De análisis de los resultados de la primera pregunta, se puede deducir
que en la región Puno, los dos aspectos hoy por hoy prioritarios son la
delincuencia y la corrupción. Así, el 53 % de los encuestados manifiesta que
la delincuencia requiere mayor atención del Estado. En tanto, el 32% opina
que es el problema de la corrupción. En ambos casos, es la misma
percepción que se tiene de los ciudadanos a nivel nacional.
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Segunda pregunta:
¿Considera Ud., que la delincuencia se ha incrementado en los





















Fuente: propio del investigador.
Del presente cuadro y gráfico, también coincidente con el primer
cuadro y gráfico, se tiene que la percepción mayoritaria de los ciudadanos
puneños es de la opinión que la delincuencia sí a ha sufrido un inusitado
incremento, así se pronuncia un contundente 81 %.
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Pregunta tercera:
¿Cuál de los factores considera decisivo en el incremento de la
delincuencia y la inseguridad ciudadana en la región Puno?
Cuadro Nº 3
Respuesta TOTAL %
1.- El poco interés del Estado
2.- La ineficacia de la policía nacional














El poco interés del
Estado






Fuente: propio del investigador.
En esta parte se puede apreciar una pequeña variante entre la
responsabilidad que deben asumir las instituciones del Estado. Así, el 39
%opina que frente a la inseguridad existe poco interés del Estado; mientras
que el 32 % afirma que el problema es de la PNP, y el 29 % atribuye al




De análisis de los resultados de la investigación, se puede deducir
que en la Región Puno, los dos aspectos prioritarios que victimizan a la
población, son la delincuencia y la corrupción. El 53 % de los encuestados
manifiesta que la delincuencia requiere mayor atención del Estado. En tanto,
el 32% opina que es el problema de la corrupción. En ambos casos, es la
misma percepción que se tiene a nivel nacional. Asimismo, la percepción
mayoritaria de los ciudadanos puneños, es que, la delincuencia ha sufrido un
inusitado incremento, así se pronuncia un contundente 81 %. Respecto a la
responsabilidad del Estado, el 39 % opina que frente a la inseguridad existe
poco interés del Estado; mientras que el 32 % afirma que el problema es de
la PNP, y el 29 % atribuye al Poder Judicial.
SEGUNDA:
Victimología es la que estudia el vinculo existente entre el sujeto
activo y pasivo de un delito. Es aquella rama de la criminología que se ocupa
de la víctima directa del crimen y que designa el conjunto de conocimientos
biológicos, sociológicos, psicológicos y criminológicos concernientes a la
víctima. La victimología como la ciencia sobre las víctimas y la victimicidad,




La seguridad ciudadana de aquella seguridad humana que previene
contra el delito súbito contra las personas y su patrimonio. La seguridad
ciudadana es una modalidad específica de la seguridad humana, que puede
ser definida como la protección universal contra el delito violento o
predatorio, también es la protección de ciertas opciones u oportunidades de
todas las personas —su vida, su integridad, su patrimonio— contra un tipo
específico de riesgo (el delito) que altera en forma la vida cotidiana de las
víctimas.
CUARTA:
La seguridad ciudadana, tiene diversas funciones, entre las
principales tenemos las siguientes: velar por el cumplimiento de los objetivos
establecidos en los planes locales de seguridad ciudadana; coordinar
acciones con entidades públicas y privadas vinculadas a cautelar la
tranquilidad y seguridad ciudadana, así como la gestión del riesgo de
desastres; ejecutar el control del orden y dar seguridad a los vecinos en los
espacios de uso público de la ciudad, conjuntamente la PNP realizando
patrullajes diurnos y nocturnos, para garantizar la tranquilidad y el orden
público; coordinar y apoyar con la PNP y otras organizaciones la realización
de operativos conjuntos en apoyo a la tranquilidad y el orden público.
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QUINTA:
Nuestro país ha apelado a políticas que han resultado históricamente
ineficaces para solucionar la seguridad ciudadana, basada en el incremento
de la represión punitiva; reducción de garantías procesales; bajar la edad de
imputabilidad para aplicar el Derecho penal de adultos a los niños y niñas.
Por otra parte, falta una adecuada respuesta del Estado ante la violencia y el
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